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COLOMBIA

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 105/05
CASO 11.141
MASACRE DE VILLATINA 
(Colombia)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Masacre de Villatina
Peticionario (s): Comisión Colombiana de Juristas (CCJ) y Grupo Interdisciplinario por los Derechos Humanos
Estado: Colombia
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa.: 105/05, publicado el 27 de octubre de 2005
Relatoría vinculada: Niñas, niños y adolescentes
Temas: Niñas, niños y adolescentes/ Jóvenes/ Masacre/ Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias/ Investigación
Hechos: El 15 de noviembre de 1992, alrededor de las 8:30 p.m. mientras un número de habitantes del barrio de Villatina en la ciudad de Medellín regresaba a sus hogares tras concluir un oficio religioso, aproximadamente 12 hombres que portaban armas de uso privativo de las fuerzas de seguridad y se desplazaban en tres vehículos particulares, llegaron a una esquina del barrio, se bajaron de sus automóviles y ordenaron a los niños y jóvenes que se encontraban en ese sitio que se tendieran en el suelo, tras lo cual abrieron fuego contra ellos.  Como resultado fallecieron los niños Johanna Mazo Ramírez de 8 años de edad, quien tenía enyesada una de sus piernas debido a un reciente accidente, Johnny Alexander Cardona Ramírez, Ricardo Alexander Hernández, Giovanny Alberto Vallejo Restrepo, Oscar Andrés Ortiz Toro, Ángel Alberto Barón Miranda, Marlon Alberto Álvarez y Nelson Duban Flórez Villa, todos ellos entre los 15 y los 17 años de edad y el joven Mauricio Antonio Higuita Ramírez de 22 años de edad. El ataque contra los niños y jóvenes cesó con la llegada del Ejército Nacional que ocasionó un breve enfrentamiento sin bajas ni detenciones.  El niño Nelson Dubán Flórez Villa inicialmente sobrevivió el ataque y fue trasladado con vida a la Unidad Intermedia de Salud más cercana, donde finalmente falleció. Mientras era trasladado al centro asistencial, Nelson señaló haber reconocido entre los asesinos a miembros de la Policía Nacional, compañeros de uno de sus familiares. El testimonio de quienes acompañaron a Nelson es consistente con las pruebas de balística que indican que los proyectiles utilizados en la masacre pertenecían a la Policía Departamental y al Ejército Nacional.
El acuerdo de solución amistosa recoge los términos de un acuerdo originalmente firmado el 27 de mayo de 1998, en el curso de un primer intento de alcanzar una solución amistosa del asunto. En el acuerdo, el Estado reconoce la responsabilidad internacional por la violación de la Convención Americana, el derecho a la justicia y la reparación individual de los familiares de las víctimas, así como un elemento de reparación social con componentes referidos a salud, educación, y proyecto productivo. Asimismo, prevé la instalación de un monumento en un parque de la ciudad de Medellín a los fines de la recuperación de la memoria histórica de las víctimas. La Comisión observa que la parte dispositiva del acuerdo refleja las recomendaciones del Comité de Impulso para la Administración de Justicia creado en el marco del acuerdo originalmente firmado el 27 de mayo de 1998.
Derechos alegados: La parte peticionaria alegó que la República de Colombia era responsable por la violación del derecho a la vida (artículo 4), la integridad personal (artículo 5) y del niño (artículo 19), así como la obligación genérica de respetar y garantizar los derechos reconocidos en la de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 02 de octubre 2013, 25 de noviembre de 2014, 3 de septiembre de 2015, 27 de septiembre de 2016, 29 de agosto de 2017 y 20 de julio de 2018. 
2. El Estado proporcionó información los días 13 y 25 de marzo de 2014, 25 de noviembre de 2014, 24 de marzo de 2015, 23 de noviembre de 2016, 20 de diciembre de 2017 y 4 de septiembre de 2018. 
3. Los peticionarios no han presentado información actualizada desde la homologación del acuerdo de solución amistosa. 
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	A. Reconocimiento de responsabilidad y derecho a la justicia

	1. Reconocimiento de la responsabilidad
	Total


	2. Derecho a la Justicia:

El Gobierno y los peticionarios hicieron suyo como parte del acuerdo el análisis que sobre “Protección y Garantías Judiciales” hizo la Comisión Interamericana en su informe No. 123/01 del 16 de noviembre de 2001.

[…]En vista de estas consideraciones cabe concluir que en el presente caso el Estado no ha arbitrado los medios necesarios para cumplir con su obligación de investigar la ejecución extrajudicial de las víctimas, juzgar y sancionar a los responsables y reparar a los familiares de las víctimas.  La ejecución de las víctimas en el presente caso permanece en la impunidad lo cual, según ha señalado la Corte, “propicia la repetición crónica de las violaciones a los derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y sus familiares.
	Clausula declarativa

	b)      Medidas de reparación del daño causado a las víctimas y sus familiares. 

	Medidas de reparación pecuniaria:

Hacen parte del presente acuerdo de solución amistosa, la resolución número 06/02 de julio 22 de 2002 del Comité de Ministros creado por la Ley 288 de 1996 y el compromiso del Director General de la Policía Nacional de definir por la vía conciliatoria los montos de las indemnizaciones para los familiares de las víctimas que aún no han sido reparados integralmente
	Total


	Medidas de reparación colectiva vinculadas a la salud:

1.Las partes acordamos en el mes de febrero de 1996 el desarrollo de un proyecto tendiente a mejorar la asistencia básica en salud para los habitantes de Villatina

2. Como parte de la obligación del Estado colombiano de recuperar la memoria de las víctimas y de desagraviar y reparar moralmente a sus familiares, el Estado se comprometió a  fijar una placa conmemorativa en el Centro de Salud, la que será instalada con anterioridad al próximo período ordinario de sesiones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos


	Total


	Medidas de reparación colectivas vinculadas a la educación:

El Gobierno de Colombia se comprometió a adecuar la Escuela primaria “San Francisco de Asís” para que también preste el servicio de educación básica secundaria.  

El Gobierno de Colombia, en cumplimiento de las recomendaciones contenidas en el Informe 123/01 de la Comisión Interamericana, se compromete a continuar ininterrumpidamente el proceso de apertura de cursos hasta llegar al undécimo grado.
	Total


	Medidas de reparación colectivas vinculadas a la puesta en marcha de un proyecto productivo,

Las partes hemos acordado incluir el nuevo proyecto productivo en el Programa PARE liderado por la Arquidiócesis de Medellín.
	Total


	Medidas de reparación colectivas vinculadas a la recuperación de la memoria

Las partes acordamos definir los siguientes puntos relativos a la construcción del monumento, luego de que el Gobierno Nacional los discutió con el Municipio de Medellín:

(1) El monumento se construirá en uno de los siguientes tres parques de la ciudad de Medellín: Parque del Periodista (Maracaibo x Girardot), Parque San Antonio (Av. Oriental) o Plazuela del Teatro Pablo Tobón Uribe (Av. La Playa). El Municipio de Medellín tendrá la facultad de elegir entre uno de ellos. La Alcaldía de Medellín, por su parte, cuenta con cinco días a partir de la suscripción del convenio interadministrativo para tener listos los permisos necesarios expedidos por Planeación Municipal.

(2) Los peticionarios, y la Alcaldía de Medellín, presentarán, cada uno, dos nombres de artistas para invitarlos a que presenten propuestas, de acuerdo con los términos de referencia que, en su momento, entregue el Departamento Administrativo de la Presidencia.

(3)Las partes acordaron que los peticionarios tendrían derecho a sugerir algunos parámetros en los términos de referencia para la contratación del artista.  De conformidad con ello, los peticionarios han solicitado que se tengan en cuenta los siguientes: a) Que el material para la elaboración de la obra sea el bronce, b) que en la obra estén integrados 9 elementos que deben ser claramente identificables como las 9 víctimas, c) que el proyecto incluya el acondicionamiento integral del espacio público que se va a utilizar y d) que el artista tenga alguna experiencia personal o profesional en el campo de los derechos humanos o en áreas afines o relacionadas  Las partes acuerdan que el Ministerio de Relaciones Exteriores transmitirá al DAPRE las sugerencias de los peticionarios, las cuales serán tenidas en cuenta en el momento oportuno, dentro del proceso contractual.

 (4)El proceso contractual será adelantado directamente por el Departamento Administrativo de la Presidencia, así como la supervisión de la ejecución del contrato, sin perjuicio de la colaboración del Ministerio de Relaciones Exteriores y de los peticionarios en esta última labor.  En dicho proceso contractual, de acuerdo con lo convenido, se conformará un comité de evaluación de las propuestas en el que tendrán participación un designado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, uno por los peticionarios, en coordinación con la CIDH, y uno por la Presidencia de la República.
	Total


	Publicación y distribución del Acuerdo:

Teniendo en cuenta que el presente Acuerdo de Solución Amistosa constituye un aporte importante para la reparación integral a las víctimas de violaciones de derechos humanos, así como un mecanismo para promover hacia el futuro la marcha diligente, oportuna y eficaz de las investigaciones judiciales, que impida que hechos de esta naturaleza queden en la impunidad, las partes hemos acordado que el Gobierno Nacional publicará y difundirá, en coordinación con los peticionarios, quinientos ejemplares del texto completo del mismo, incluyendo los documentos que hacen parte de él y sus anexos.
	Parcial 2018
	El 25 de marzo de 2014, el Estado comunicó que el 13 de marzo de 2014 se sostuvo una reunión entre las partes en la ciudad de Medellín con el fin de trabajar de manera conjunta en la revisión de los documentos y en la elaboración del contenido de la publicación. El Estado informa que una vez se cuente con la versión final del documento se procederá a adelantar las gestiones pertinentes para su impresión.

El 25 de noviembre de 2014, el Estado informó que se adelanta un proceso de concertación con el Grupo Interdisciplinario para los Derechos Humanos (GIDH), cuyos resultados y acciones el Estado informará a la Comisión. En el mismo sentido el Estado agregó que la Policía Nacional publicó el Informe No. 105/05 a través de su portal, y asimismo divulgó mediante el instructivo No. 43 del 6 de mayo de 2014, el mismo Informe y solicitó a los Comandantes de Distrito, Estaciones, Subestaciones y CAI a socializar dicho instructivo.

El 23 de noviembre de 2016, el Estado indicó que desde la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos han venido trabajando de manera conjunta con la representante de las víctimas con el fin de concertar los diferentes aspectos relativos al contenido y diseño de la publicación y en que informará a la CIDH sobre las resultas de dicho proceso.

En el 2018, el Estado informó que la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos y Asuntos Internacionales alcanzó un acuerdo de propuesta de diagramación de la publicación con el  Grupo Interdisciplinario por los Derechos Humanos. Resaltó que para contar con una versión final del texto que se debe publicar, era necesario que la representación de las víctimas remitiera las fotografías de las víctimas y los párrafos introductorios de cada uno de los capítulos que se encuentran a su cargo, pero que pese a múltiples solicitudes realizadas a la parte peticionaria, hasta la fecha no ha obtenido la información solicitada y esto ha impedido que la Conserjería pueda cumplir con la presente medida.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara. Al mismo tiempo, la Comisión insta a la parte peticionaria a proporcionar la información requerida por el Estado para dar cumplimiento a este extremo del acuerdo. 


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Por su parte, la parte peticionaria no presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información suficiente para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018.
V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que el Estado aportó información a través de la cual se pudo verificar las acciones realizadas por el Estado para avanzar con la publicación y distribución del acuerdo como medida de recuperación de la memoria histórica del caso, por lo que declara su cumplimiento parcial.
7. Por lo expuesto, la Comisión concluye que el acuerdo amistoso se encuentra parcialmente cumplido. En consecuencia, la Comisión seguirá supervisando el extremo pendiente del acuerdo de solución amistosa. 
IV. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· Se realizaron los pagos correspondientes a los montos indemnizatorios conciliados por las partes en beneficio de los familiares de las víctimas.
· Se instaló una placa conmemorativa en el Centro de Salud de Villatina. 
· En relación con las medidas de reparación colectivas vinculadas a la puesta en marcha de un proyecto productivo, el Estado cumplió con los términos de cumplimiento de los compromisos relativos al apoyo al proyecto productivo, incluyendo el pago de perjuicios por el paro forzoso.
B. Resultados estructurales del caso

· Se desarrolló un proyecto tendiente a mejorar la asistencia básica en salud para los habitantes de Villatina. 
· Se construyó un Centro de Salud que funciona en Villatina.
· Se adecuó la Escuela primaria “San Francisco de Asís” para prestar el servicio de educación básica secundaria. La planta física fue reformada satisfactoriamente y los cursos abrieron gradualmente.
· En relación a la construcción de una obra artística, con el fin de recuperar la memoria de los niños, desagraviar y reparar moralmente a los familiares de las víctimas, el 13 de julio de 2004 se celebró el acto de inauguración del parque monumento en la plaza del periodista en la ciudad de Medellín, el cual contó con la asistencia de las madres de las víctimas, el Vicepresidente de la República, el Ministro de Defensa, el Vicecanciller, el Director de la Policía Nacional, autoridades de la Alcaldía de Medellín, autoridades de la Iglesia, los peticionarios en el caso y la CIDH, representada por la Comisionada Susana Villarán y el Secretario Ejecutivo, Santiago Cantón.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 83/08
PETICIÓN 401-05
JORGE ANTONIO BARBOSA TARAZONA Y OTROS 
(Colombia)
I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Jorge Antonio Barbosa Tarazona y otros
Peticionario (s): Nelson Javier DeLavalle Restrepo
Estado: Colombia
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa.: 83/08, publicado el 30 de octubre de 2008 
Relatoría vinculada: N/A
Temas: Desaparición forzada/ Igualdad ante la ley/ Libertad personal/ Obligación de respetar los derechos/ Protección judicial
Hechos: El 30 de octubre de 2008, mediante el Informe No. 83/08, la Comisión aprobó y reconoció el cumplimiento parcial de un acuerdo de solución amistosa suscrito el 22 de septiembre de 2006 en la petición 401-05 Jorge Antonio Barbosa Tarazona.  En resumen, la petición alegaba la responsabilidad de agentes del Estado en la desaparición de Jorge Antonio Barbosa Tarazona el 13 de octubre de 1992 en el departamento de Magdalena y el retardo injustificado por parte de las autoridades judiciales en investigar, juzgar y sancionar a los presuntos responsables.

Derechos alegados: La parte peticionaria alegó que la República de Colombia era responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 24 (igualdad ante la ley), 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en conjunción con la violación de las obligaciones dispuestas en el artículo 1.1 (obligación de respetar los derechos) y los derechos protegidos por los artículos I, II, y III de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, en perjuicio de Jorge Antonio Barbosa Tarazona y sus familiares.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 08 de octubre de 2013, el 25 de noviembre de 2014; 3 de septiembre de 2015; 27 de septiembre de 2016 y el 29 de agosto de 2017 y 29 de agosto de 2018. 
2. El Estado proporcionó información los días 22 de diciembre de 2012; 16 de marzo de 2015; 28 de octubre de 2015; 27 de septiembre de 2016; 29 de agosto de 2017. El Estado solicitó prorrogas los días 30 de agosto de 2018 y 5 de octubre de 2018. Para la fecha del cierre del presente informe, el Estado no ha presentado información adicional. 
3. Los peticionarios proporcionaron información los días 11 de abril de 2013; 5 de septiembre de 2017 y 9 de octubre de 2018. 
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA 
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO.- Materia de reparaciones. 

	a) Reparaciones de carácter pecuniario.

Una vez homologado el acuerdo de solución amistosa por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, el Estado  se comprometió a presentar ante el Consejo de Estado una propuesta de conciliación hasta por el cien por ciento (100 %) de la sentencia proferida por el Tribunal Contenciosos Administrativo de Santa Marta, por los daños morales reconocidos a los familiares de Jorge Antonio Barbosa Tarazona; así mismo en dicha diligencia el Estado reconocería los perjuicios materiales originados por la muerte de Jorge Antonio Barbosa Tarazona con base en el salario mínimo legal vigente.

El Estado se compromete a dar aplicación a la Ley 288 de 1996, con el propósito de reparar en beneficio de la madre, la esposa y la hija, los siguientes perjuicios: el daño inmaterial ocasionado a Jorge Antonio Barbosa Tarazona, por los sufrimientos padecidos desde el momento de su retención hasta la declaración judicial de su muerte por presunción y los gastos en que hayan incurridos los familiares de la víctima anteriormente mencionados, en la búsqueda de sus restos, siempre y cuando aportaran las pruebas que así lo demuestren.
	Total

.



	b) Reparaciones no pecuniarias o medidas de satisfacción.

En el espacio de suscripción del Acuerdo de Solución Amistosa acordado para el 22 de septiembre de 2006, en la ciudad de Barranquilla, que se realizará con la presencia de los familiares de la víctima, el Estado representado por funcionarios del Ministerio de Defensa Nacional y el Ejército Nacional, solicitará perdón por los hechos que originaron la muerte de Jorge Antonio Barbosa Tarazona; igualmente se entregará a los familiares de la víctima una Placa para recordar la memoria de Jorge Antonio Barbosa Tarazona y una Nota de Estilo con un mensaje en el mismo sentido, suscrita por un funcionario del Ministerio de Defensa Nacional.

El Estado se compromete a valorar al estado de salud y psicológico de la madre, señora e hija de Jorge Antonio Barbosa Tarazona, y les brindará los tratamientos a los que haya lugar.

El Estado se compromete a incluir el presenta caso en el proceso pedagógico del Ejército Nacional, mediante la metodología de “lecciones aprendidas”.
	Total


	SEGUNDA.- En materia de justicia

El Estado, en el marco del impulso oficioso que le corresponde en materia de investigación, fortalecerá y adelantará gestiones y diligencias especiales que conduzcan a la identificación e individualización de los responsables de la desaparición y posterior muerte de Jorge Antonio Barbosa Tarazona.  Asimismo, realizará sus mejores esfuerzos técnicos y científicos en la búsqueda de los restos mortales de la víctima.  Cuando se encuentren e identifiquen los restos mortales, el Estado los entregará a la brevedad posible a sus familiares, para que pueda ser honrado, según sus creencias

.
	Parcial
	En relación a la investigación penal adelantada por el Estado:

En el 2012, el Estado informó que la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia resolvió la acción de revisión promovida por la Procuraduría General de la Nación contra la providencia de 15 de febrero de 1993 (que cesó el procedimiento contra una persona por delito de homicidio) y la resolución de 15 de abril de 2002 (precluyó la investigación contra tres personas por el delito de secuestro simple).  En su sentencia de 26 de septiembre de 2012 la Corte Suprema de Justicia invalidó ambas decisiones y ordenó la remisión del diligenciamiento a la Fiscalía General de la Nación.  El Estado indicó que en razón de lo anterior, se reabrirán y continuarán las investigaciones para determinar lo sucedido y las responsabilidades correspondientes. 
El 16 de marzo de 2015, el Estado indicó las actuaciones sobresalientes en el caso así como presentó una lista de las actuaciones de la Fiscalía General de la Nación y la Policía Judicial. Dentro de las actuaciones, el Estado informó sobre las sentencias condenatorias emitidas en contra de varios acusados y expresó que las mismas demuestran su compromiso por dar cumplimiento a la obligación de adelantar “gestiones y diligencias especiales que conduzcan a la identificación e individualización de los responsables de la desaparición y posterior muerte de Jorge Antonio Barbosa Tarazona”. En razón de lo anterior, el Estado solicitó que se declare el cumplimiento total de las obligaciones adquiridas por el Estado al suscribir el acuerdo de solución amistosa.

El 28 de octubre de 2015, el Estado reiteró la información presentada en marzo del mismo año en cuanto al cumplimiento de los compromisos asumidos y agregó en relación al compromiso en materia de justicia que según información allegada por Fiscalía a octubre del 2015, no hay nuevas actuaciones adicionales a las reportadas en la nota anterior, aclarando que eso no signifique que “el Estado no esté realizando los esfuerzos necesarios para dar cumplimiento a esta obligación, para poder identificar e individualizar a los responsables de la desaparición y posterior muerte de Jorge Antonio Barbosa Tarazona”.

En relación con la búsqueda de los restos:

La Comisión dio cuenta en su Informe de Homologación del presente caso que, en cuanto al esclarecimiento judicial de la desaparición, el Estado informó que la Fiscalía General de la Nación tomó las declaraciones de la madre y una de las hermanas de Jorge Antonio Barbosa y pruebas de ADN de la primera, con el fin de realizar el cotejo correspondiente con restos óseos que podrían asimilarse a las características físicas de la víctima.

En 2012, el Estado informó que el caso se incluyó en el Centro Único Virtual de Identificación (CUVI) y se radicó en la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz, para que se incluya en la relación de personas pendientes por identificar dentro de aquellas que se llegaren a encontrar en las exhumaciones de esa Unidad.  Finalmente, el Estado solicitó que la CIDH declare el cumplimiento total de las obligaciones adquiridas por el Estado con la suscripción del acuerdo de solución amistosa

El 11 de abril de 2013, los peticionarios indicaron que “tienen el derecho de las víctimas a saber los esfuerzos técnicos y científicos realizados por el Estado colombiano en la búsqueda de los restos mortales de la víctimas.” Específicamente, indicaron que el Estado debe presentar información sobre: i) “si es cierto que los militares confesaron que el cadáver fue dejado en calidad de N.N. en el cementerio de Ciénega – Magdalena”; ii) qué diligencias han realizado las autoridades encargadas y durante cuánto tiempo con el fin de localizar los restos; y iii) “cuáles han sido las razones o circunstancias que a sabiendas de que los restos están en determinado cementerio se ha hecho posible su localización”. Esta información fue trasladada al Estado mediante comunicación de la CIDH de 30 de abril de 2013, solicitando sus observaciones en el plazo de un mes.

El 16 de marzo de 2015, el Estado indicó, en relación a la búsqueda de los restos mortales de la víctima, que el caso de Jorge Antonio Barbosa Tarazona se radicó en la Unidad Nacional de Fiscalías para la Justicia y la Paz, para que se incluya en la relación de personas pendientes por identificar dentro de aquellas que se llegaren a encontrar en las exhumaciones y se incluyó en el Centro Único Virtual de Identificación – CUIV, sin embargo agregó que ha sido imposible el hallazgo de los restos mortales de los occisos atendiendo que la funeraria que los inhumo cambio de administración y no se ha obtenido archivos de la fecha de los hechos.

El 5 de septiembre de 2017, los peticionarios indicaron que tal y como han manifestado con anterioridad, al Estado Colombiano es imposible la ubicación exacta de los restos mortales de la víctima aun cuando la investigación esclareció que el cadáver fue inhumado como N.N en el Cementerio Central.

El 9 de octubre de 2018, la parte peticionaria reiteró la información proporcionada en 2017 y agregó que los restos de Jorge Antonio Tarazona se encontraban en el cementerio Central de Ciénaga, Magdalena y solicitó al Estado que centrara sus averiguaciones en ese lugar.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.
Al respecto, la Comisión insta a las partes a dialogar sobre las medidas concretas y finales para su total implementación.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por la parte peticionaria en 2018 es relevante dado que es actualizada y amplía sobre las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. El Estado no proporcionó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos tres años, e insta a las partes a trabajar conjuntamente en la definición de fórmulas que permitan medir e impulsar el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. 

7. La Comisión insta a las partes a sostener reuniones de trabajo de forma periódica para la implementación de la cláusula segunda, de manera que se pueda concluir la implementación total de este acuerdo.

8. Por lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre la cláusula segunda del acuerdo de solución amistosa. 
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó el pago de las medidas de reparación de carácter pecuniario mediante el pago efectivo de $377.781.470,99 millones de pesos colombianos, en concepto de indemnización, a los familiares de la víctima a través de la Resolución N º 0062 de 9 de enero de 2007, emitida por el Ministerio de Defensa Nacional.
· El Estado celebró el 22 de septiembre de 2006, en presencia de altos mandos militares, un acto en el cual el Viceministro de Defensa reconoció en nombre del Estado de Colombia su responsabilidad por la desaparición de Jorge Antonio Barbosa Tarazona, pidió perdón a sus familiares e hizo entrega a los familiares de una placa recordatoria y una nota de estilo.

· El Estado realizó la valoración del estado de salud de los familiares, toda vez que el Ministerio de Protección Social inició la valoración psicológica correspondiente a la madre, esposa e hija de Jorge Antonio Barbosa.

B. Resultados estructurales del caso

· En relación con la medida de recuperación de la memoria, la oficina de Educación y Doctrina del Ejército Nacional incluyó el caso de Jorge Antonio Barbosa Tarazona en el proceso pedagógico del Ejército mediante la metodología de “Lección Aprendida” el cual fue difundido al interior de la institución, a las Escuelas de Formación (Escuela Militar de Cadetes y Escuela Militar de Suboficiales de Ejército) y Escuelas de Capacitación.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 59/14
CASO 12.376

ALBA LUCÍA RODRÍGUEZ

(Colombia)

I. RESUMEN DEL CASO 

	Víctima (s): Alba Lucía Rodríguez

Peticionario (s): Centro por la Justicia y el Derecho Internacional (CEJIL)

Estado: Colombia

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa.: 59/14, publicado el 24 de julio de 2014

Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Campesinos/ Mujeres/ Integridad personal/ Garantías judiciales/ Igualdad ante la ley/ Protección de la honra y de la dignidad/ Protección judicial

Hechos: El 21 de diciembre de 2000, la Comisión recibió una petición mediante la cual indicaron que Alba Lucía Rodríguez, una joven mujer campesina, fue víctima de violación sexual y fruto de la violación quedó embarazada dando a luz a una niña el 4 de abril de 1996 en el baño de su casa situada en zona rural en la localidad de Pantano Negro. Según lo dicho por la propia Alba Lucía, la recién nacida habría caído en el sanitario, “hizo un suspiro y ya, se quedó”. Alba Lucía habría cortado el cordón umbilical con un alambre y envuelto al bebé en un “costal”. Como había perdido mucha sangre durante el parto, sólo alcanzó a llegar a su cama semi inconsciente. Alba Lucía fue trasladada al hospital público de Abejorral por una de sus hermanas. El médico que atendió a Alba Lucía y que posteriormente realizaría la necropsia sobre el cadáver de la niña, la acusó de haber causado intencionalmente su muerte, y en base a estos alegatos se inició un proceso penal en su contra. 

Derechos alegados: La parte peticionaria alegó que la República de Colombia era responsable por la violación de los derechos consagrados en los artículos 5 (derecho a la integridad personal); 8 (garantías judiciales); 11 (protección de la honra y de la dignidad); 24 (igualdad ante la ley) y 25 (protección judicial) consagrados en la Convención Americana sobre Derechos, así como al artículo 7 de la "Convención de Belem do Para", en perjuicio de la víctima.  


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 3 de septiembre de 2016, 18 de agosto de 2017 y de julio de 2018, 27 de septiembre de 2016, 29 de agosto de 2017 y 23 de julio de 2018. 
2. El Estado proporcionó información los días 16 de noviembre de 2015, 7 de noviembre de 2016, 6 de diciembre de 2016, 29 de diciembre de 2016, 26 de enero de 2018. El Estado solicitó prórroga el 23 de agosto de 2018 y presentó información con posterioridad. 
3. Los peticionarios proporcionaron información los días 19 de diciembre de 2013, 12 de diciembre de 2016, 13 de octubre de 2017, 18 de julio de 2018 y 27 de agosto de 2018.
4. El 6 de diciembre de 2016, las partes sostuvieron una reunión de trabajo con la facilitación de la Comisión, con el fin de impulsar el cumplimiento de los puntos pendientes del acuerdo de solución amistosa. En dicha reunión el Estado se comprometió a gestionar distintas medidas relativas: a la capacitación a la que podría acceder Alba Lucía Rodríguez en Abejorral, Medellín o municipios de la subregión; a las condiciones de contratación con la Gobernación de Antioquia; la evaluación de la hoja de ruta para el cumplimiento de las medidas de reparación; a gestionar un equipo de atención psicosocial que garantice a Alba Lucía Rodríguez en su localidad atención psicológica especializada y de calidad; y, por último, a hacer gestiones con la Consejería Nacional de la Mujer para evaluar las vías posibles para proteger a Alba Lucía Rodríguez de situaciones de vulnerabilidad. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA 

	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO.- El Estado se compromete a realizar un reconocimiento expreso de responsabilidad, en consulta y contando con el consentimiento de la víctima 
	Total


	SEGUNDA.- 

El Estado se compromete a indemnizar a la víctima por los perjuicios morales y materiales ocasionados con las violaciones a la Convención Americana sobre Derechos Humanos que se produjeron en el presente caso. Para el efecto, el Estado y los representantes de las víctimas le solicitan respetuosamente a la Honorable Comisión Interamericana de Derechos Humanos que fije el monto que corresponda a dicha indemnización. (Se adjuntara una comunicación conjunta a la CIDH al respecto). En todo caso, de llegarse a una conciliación extrajudicial o de producirse un fallo en la jurisdicción interna, los montos que sean cancelados a la víctima en virtud de estos actos legales, serán descontados de la indemnización que fije la Honorable Comisión. En caso de que los montos internos excedan el monto fijado por la Honorable Comisión, el Estado pagará el excedente interno.
	Total 2018
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión  de manera excepcional determinó en el Informe No. 59/14 el monto indemnizatorio por los perjuicios morales y materiales ocasionados con las violaciones a la Convención Americana sobre Derechos Humanos que se produjeron en el presente caso. En este sentido, la Comisión fijó en equidad, la cantidad de US$ 60.000 como indemnización por concepto de daño inmaterial; la suma de US$ 10.740 por concepto de lucro cesante a favor de la señora Alba Lucia Rodríguez por los 6 años que estuvo privada de libertad (1996-2002); la cantidad de US$ 5.557 por concepto de daño emergente; y por concepto de costas y gastos la cantidad de US$2.136 a favor de la Red Colombiana de Mujeres por los Derechos Sexuales y Reproductivos de Medellín y la cantidad de US$ 10.000 a favor de la abogada Castilla.

El 21 de febrero de 2018, el Estado presentó la Resolución No. 0000933 del 18 de diciembre de 2017, mediante la cual se establecieron los montos a indemnizar a las víctimas por los perjuicios morales y materiales. Adicionalmente, informó que los días 27 de diciembre de 2017 y 11 de enero de 2018, la Fiscalía General de la Nación procedió a realizar las transferencias de fondos en beneficio de las víctimas. 

El 18 de julio de 2018, la parte peticionaria reconoció que el Estado había abonado los montos, según lo acordado y consideró que la medida de reparación económica se encontraba totalmente cumplida. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	TERCERA.- Dentro del compromiso del Estado de otorgar medidas de reparación integral adecuadas en relación con las violaciones a la Convención Americana sobre Derechos Humanos que se produjeron en el presente caso, el Estado se compromete a diseñar e implementar capacitaciones con alcance nacional en escuelas de formación de funcionarios judiciales y administrativos, así como para el personal médico, psicológico y psiquiátrico en perspectiva de género y el alcance del secreto profesional; Las capacitaciones deben tener un especial énfasis en temas como:

i) derechos humanos y género;

ii) perspectiva de género para la debida diligencia en la conducción de averiguaciones previas y procesos judiciales relacionados con discriminación, violencia y homicidios de mujeres por razones de género, y;

iii) superación de estereotipos sobre el rol social de las mujeres instrumentos internacionales de derechos humanos, específicamente a los relativos a violencia por razones de género, tomando en cuenta que ciertas normas y prácticas en el derecho interno tienen efectos discriminatorios en la vida cotidiana de las mujeres. Asimismo, el Estado se compromete a solicitar al Ministerio de Educación Nacional información sobre las gestiones y los lineamientos que se han adelantado y se adelantarán para que se dé cumplimiento al artículo 11 de la Ley 1257 de 2008. Dentro de dichos programas deberá hacerse mención a los instrumentos internacionales de derechos humanos, específicamente a los relativos a violencia por razones de género, tomando en cuenta que ciertas normas y prácticas en el derecho interno tienen efectos discriminatorios en la vida cotidiana de las mujeres
	Parcial sustancial 2018
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión dio cuenta de que el Estado indico que el 3 de octubre de 2012 se habría lanzado el “Plan Nacional de Formación para Garantizar el Acceso a la Justicia de las Mujeres Víctimas de la Violencia”, dirigido a funcionarios judiciales, con énfasis en la aplicación de la ley N° 1257 de 2008, en enfoque diferencial y derechos de las víctimas de violencia. Informa de igual forma que ya han sido capacitados más de 500 funcionarios, todos vinculados con el poder judicial y la administración de justicia.

El 5 de marzo de 2014, los peticionarios afirmaron que los programas desarrollados están orientados a capacitar únicamente a los funcionario/as de justicia, y sólo sobre un tema en específico que sería el de “enfoque diferencial y derechos de las víctimas de violencia”. En ese sentido, indican que valorarían que se presentara una información sobre la capacitación realizada en términos sustantivos, con el fin de poder analizar si la finalidad de la medida acordada sobre la perspectiva de género, fue alcanzada. Por otra parte, afirman que estarían a la espera de recibir mayor información acerca de las medidas adoptadas por el Estado para capacitar a funcionarios administrativos en términos generales.

En lo que respecta a la implementación de capacitaciones para el personal médico, psicológico y psiquiátrico, el Estado informó que el Ministerio de Salud realiza dichas capacitaciones de manera permanente, por lo que se comprometió a enviar información consolidada sobre el contenido y desarrollo de las mismas. Las peticionarias expresan que estarían a la espera de recibir dicha información con el fin de determinar si las mismas cumplirían con la presente cláusula.

En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que el 16 de noviembre de 2015, el Estado reiteró que se había lanzado el “Plan Nacional de Formación para Garantizar el Acceso a la Justicia de las Mujeres Víctimas de la Violencia”, dirigido a funcionarios judiciales con énfasis en la aplicación de la Ley 1257 de 2008. Indicó que para el año 2014 la Alta Consejería Presidencial para la Equidad de la mujer implementó acciones y estrategias con el fin de fortalecer las capacidades institucionales para prevenir, atender y sancionar todas las formas de violencia contra las mujeres, especialmente en sectores fundamentales como lo son justicia, seguridad y salud; afirmando que los talleres y jornadas de capacitación habían resultado en un avance por parte de los funcionario/as, representantes de los diferentes sectores, en la sensibilización y conocimiento de los derechos humanos de las mujeres y que existía un mayor dominio por parte de la institucionalidad en el conocimiento de la normativa nacional e internacional de los derechos humanos de las mujeres.

En el mismo sentido, el Estado aportó información detallada sobre la realización de diversas acciones y estrategias por el Ministerio de Salud y Protección Social dirigidos a distintos funcionarios y sociedad civil en temas de salud sexual y reproductiva desde una perspectiva de equidad de género, salud materna y salud pública. Explicó cómo se llevaron a cabo distintos procesos de capacitación; foros; documentos técnicos elaborados; jornadas de asistencia técnica; talleres de formación, seguimiento y evaluación de modelos de servicio de salud.

El 6 de diciembre de 2016, el Estado presentó información detallada sobre las medidas implementadas por la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer y el Ministerio de Salud, relacionadas con las capacitaciones a funcionarios judiciales y personal médico en perspectiva de género y el alcance del secreto profesional; así como sobre las acciones ejecutadas por el Ministerio de Educación, para dar cumplimiento al artículo 11 de la Ley 1257 de 2008. Con base a la información presentada en materia de superación de los estereotipos sobre el rol social de las mujeres, la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, promovió la realización en marzo de 2015 de un estudio denominado “II Medición del Estudio de Tolerancia Social e Institucional a la Violencia contra las Mujeres”. Asimismo, ha venido implementando desde el año 2013 una línea de orientación psicosocial y jurídica para mujeres que se atiende 24 horas al día, durante toda la semana por personal de la Policía Nacional. Adicionalmente, ha prestado apoyo a nivel territorial en departamentos y alcaldías de las ciudades capitales, para la formulación de medidas y acciones concretas dentro de los planes de desarrollo territoriales sobre equidad de género, reducción de las brechas, atención de casos de violencia de género y participación de la mujer. De la misma forma, la Consejería junto al Ministerio de Justicia y del Derecho han desarrollado 5 herramientas técnicas para estandarizar y homogenizar los servicios prestados por las Comisarias de Familia con el fin de fortalecer a las mismas, y a la fecha se han realizado 10 encuentros regionales con comisarios de familia locales y sus equipos de trabajo.

Por su parte, el Ministerio de Salud en materia de secreto profesional e interrupción voluntaria del embarazo, ha adelantado un total de 15 talleres con prestadores primarios de servicios de salud en 15 departamentos, capacitando un total de 73 profesionales del sector salud entre personal asistencial y administrativo.  El Ministerio de Salud ha dado acompañamiento técnico a la Fiscalía General de la Nación en la formulación de la Directiva 06 del 2016 mediante la cual se establecen los criterios a seguir por parte de fiscales para la investigación de la posible comisión del delito de aborto, tipificado en el artículo 122 del Código Penal; y ha realizado capacitaciones en 9 departamentos priorizados por su baja conectividad a profesionales del sector de la salud y del sector protección y justicia en temas de género, violencia de género y violencia sexual, enfoques de derechos, género y diferencial, derechos sexuales y derechos reproductivos, normatividad nacional e internacional sobre violencia de género y violencia sexuales. Adicionalmente, en el año 2016 a través del Curso Atención integral en salud para víctimas de violencia sexual desarrollado en la plataforma virtual del Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) se ha logrado certificar 1251 profesionales del talento humano en salud.

El Ministerio de Educación en cumplimiento del artículo 11 de la Ley 1257 de 2008, desde el año 2013, ha impulsado la implementación de la Ley 1620 mediante la que se creó el Sistema Nacional de Convivencia Escolar y Formación para el Ejercicio de los Derechos Humanos, la Educación para la Sexualidad y la Prevención y Mitigación de la Violencia Escolar y el Decreto 1965 del mismo año que la reglamenta. En concreto, estos instrumentos normativos facilitan el cumplimiento de las obligaciones que tienen las secretarías de educación municipales y departamentales, las instituciones educativas y los cuerpos docentes frente a la vinculación de toda la comunidad educativa en la promoción y protección de los derechos de niñas, adolescentes y jóvenes. Por último, el Ministerio de Educación directamente, ha apoyado algunos procesos de formación con representantes de las Secretarías de Educación como aporte a la prevención de las violencias contra las mujeres. Al respecto, en los años 2013 y 2014, se adelantaron varias jornadas de sensibilización e información con representantes de centros educativos de varias partes del país para facilitar la apropiación de los lineamientos desarrollados por el Ministerio para promover la convivencia escolar y prevenir toda forma de violencia en la escuela incluida la violencia basada en género.

El 18 de julio de 2018, la parte peticionaria informó que hasta la fecha el Estado no había cumplido con el diseño e implementación de las capacitaciones en perspectiva de género. 

En 2018, el Estado informó sobre las actividades realizadas y las estrategias llevadas a cabo por La Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer. Adicionalmente, reiteró las actividades desarrolladas por el Ministerio de Salud y Protección Social. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

Al respecto, la Comisión considera que esta cláusula es bastante amplia, por lo que insta a las partes a definir los puntos específicos requeridos en materia de capacitaciones con perspectiva de género a adelantarse en el 2019 de manera que pueda valorarse el cumplimiento total de la medida. 

	CUARTA.- El Estado se compromete a proporcionar atención médica, psicológica y en salud sexual y reproductiva a la señora Alba Lucía Rodríguez y su compañero permanente, con el fin de evaluar los daños o traumas causados con ocasión de los hechos. La atención psicológica se extenderá a sus familiares, como acompañantes en el proceso de rehabilitación de Alba Lucía, si así lo determina el diagnóstico que elabore el especialista, y en ese orden de ideas, el Estado se compromete a cubrir los gastos de  su desplazamiento. Se diseñará un programa de rehabilitación y recuperación integral  en salud, que incluirá prestaciones médicas integrales y gratuitas durante el tiempo que  se estime necesario para Alba Lucía y su compañero permanente, de acuerdo con el  diagnóstico de los respectivos profesionales médicos y psicológicos.
	Parcial Sustancial 2018
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión dio cuenta de que el Estado indicó sobre esta cláusula que Alba Lucía y su compañero estarían “asegurados por el régimen contributivo del régimen de seguridad social colombiano en la EPS”. Con relación al grupo familiar, informó que se habría ofrecido la posibilidad de realizar el tratamiento médico y psicológico con el equipo de la Unidad Psicosocial y de Memoria. En su informe de julio de 2013 el Estado adjuntó un informe de la Unidad de Reconstrucción del Tejido Social de la Dirección de Derechos Humanos, Derecho Internacional Humanitario, Atención a víctimas, reintegración comunitaria y Reconciliación, sobre el “Acompañamiento psicosocial en el caso de Alba Lucía Rodríguez”. En dicho informe se indicó que el Estado estaría acompañando “el proceso de rehabilitación psicológica de alba lucia (sic) y su familia”, indicando que inicialmente, el acompañamiento psicosocial se ofreció “una vez al mes, durante un año en el municipio de Abejorral”, tras lo cual se realizaría un diagnóstico para “especificar si se requiere continuar con un seguimiento al caso o por el contrario es un tiempo suficiente (…)”.

Las peticionarias, por su parte, expresaron su interés por conocer con más profundidad sobre el acceso efectivo de la víctima y su compañero a los servicios médicos y de salud sexual y reproductiva. Asimismo, expresaron que desconocían el resultado del proceso de acompañamiento psicosocial y que quisieran obtener del Estado mayor información, con el fin de que se determine conjuntamente entre las partes sobre la efectividad del mismo y la necesidad de continuar con dicho acompañamiento.

En su informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que el Estado presentó información suministrada por el Ministerio de Salud. Al respecto el Ministerio informó sobre la celebración de una reunión el día 3 de diciembre de 2015 entre la representante de la víctima, la Dirección Seccional de Antioquia, la Dirección de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobierno de Antioquia y la nueva Entidad Promotora de Salud- EPS con el fin de hacer un seguimiento y establecer acuerdos necesarios para impulsar esta medida. En cumplimiento a lo acordado en dicha reunión, se asignó la institución prestadora del servicio de salud, en la cual la beneficiaria del ASA ha recibido atención general por un grupo interdisciplinario único compuesto por médico, enferma y psicóloga. Por último, menciona los servicios que se le han prestado a la señora Alba Rodríguez a través de la nueva EPS durante los meses de enero y febrero de 2016.

El 18 de julio de 2018, la parte peticionaria informó que en relación al tratamiento psicológico, que en la actualidad la víctima ha recibido el tratamiento pero que este no fue constante ni suficiente. Por otro lado, indicó que desde aquella cita no se han vuelto a contactar con ella para coordinar una nueva. En cuanto a la atención médica  informó que  Alba Lucía ha manifestado estar recibiendo un buen tratamiento médico en Medellín. Asimismo, se encuentra a la espera desde inicios del mes de junio de 2018 de una cita en Medellín para un examen médico, sin que a la fecha se la haya realizado. 

En 2018, el Estado presentó la información proporcionada por el Ministerio de Salud y Protección Social, mediante al cual indicó que durante el año 2017, la señora Alba Lucia no ha respondido a los procesos de inducción a la demanda que se le han ofertado para la atención en salud. Vale aportar que por solicitud de la paciente, sus atenciones serán asignadas a la ciudad de Medellín”. Adicionalmente, el Estado resaltó que mediante comunicación telefónica establecida con la psicología que realiza las atenciones a la paciente, se le informó que efectivamente la paciente no había respondido a las llamadas telefónicas para programar citas de seguimiento el año 2017.

Adicionalmente, el Estado presentó información presentada por el Ministerio de Salud y Protección Social. Mediante la cual actualizan sobre la situación de la peticionaria. Al respecto, indicó que Alba Lucía tuvo una emergencia médica y acudió a una entidad que no hace parte de la red de atención en la cual tendría la cobertura, ni tiene prestación del servicio referido. Asimismo, informó que hubo comunicación efectiva con la señora Alba Lucía Rodríguez el día 25 de julio de 2018, quien manifestó sentirse bien de salud actualmente y no presentar inconformidad con atención recibida por IPS y Nueva EPS. El estado también informó que Alba Lucí cuenta con números telefónicos de contacto de la líder de su IPS primaria, como de la enfermera de Nueva EPS de la zonal Antioquia para los casos que requiera de apoyo u orientación, pero no se ha recibido solicitud de su parte. Finalmente, indicó con respecto de La continuidad de la atención por psicología, la Nueva EPS que se suspendió, debido a que la usuaria manifestó “no” querer continuar con este proceso.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	QUINTA.- En caso de que Alba Lucia Rodríguez decida adelantar estudios, el Estado se compromete a gestionar a través de la Secretaría de Educación de Medellín y/o la Gobernación de Antioquia, el acceso al plan educativo de su preferencia. Su ingreso y permanencia en el programa educativo estará sujeta a los requisitos que para ello establezca la entidad educativa elegida. La oferta educativa comprende el inicio de estudios secundarios básicos, medios, formación técnica, tecnológica y/o en artes y oficios. La oferta de estudios podrá tener sede en la ciudad de Medellín o en cualquier otro municipio. En todo caso, las condiciones estipuladas en el numeral estarán sujetas a variaciones propias de las necesidades comprobadas de la ciudadana.
	Parcial
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión  dio cuenta de que el Estado indicó que la Gobernación de Antioquia le ofreció a Alba Lucía un cupo en la institución Educativa Manuel Canuto de Abejorral. Alba Lucia informó que planeaba ingresar en el 2014 a dicha institución para culminar sus estudios de secundaria básicos.

En el acta de la Reunión de Trabajo mantenida por las partes con el acompañamiento de la CIDH, en el 159 periodo de sesiones en Panamá, el Estado se comprometió, por intermedio de la Gobernación de Antioquia a hacerle llegar a la peticionaria sus propuestas de capacitación a la que podría acceder en Medellín o Municipios de la Subregión. Para que termine sus estudios superiores y capacitación en pintura y artesanía.

El 18 de julio de 2018, la parte peticionaria informó que a la fecha el Estado no ha presentado información sobre el cumplimiento de esta medida, ni ha facilitado que Alba continúe con sus estudios. 

En 2018, el Estado presentó una serie de opciones educativas en beneficio de Alba Lucía, tanto en de educación de forma regular, como alternativas de tiempo parcial, en las áreas de su interés. 

Al respecto, al Comisión observa la voluntad del Estado de implementar la medida y al mismo tiempo, observa con preocupación la falta de articulación de las partes en facilitar a través del dialogo que dicha medida se concretice a favor de la beneficiaria. Por lo anterior, la Comisión insta a las partes a dialogar sobre las alternativas de estudio planteadas por el Estado de manera que Alba Lucia pueda seleccionar alguna de ellas para avanzar en sus estudios en el 2019. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	SEXTA.- En caso de que Alba Lucía decida dedicarse a una actividad laboral, el Estado la apoyará mediante capacitación laboral adecuada con sede en la ciudad de Medellín o en cualquier otro municipio del departamento de Antioquia, con el suministro de bienes o mercancía por una sola vez, o de cualquier otro modo que contribuya de manera eficaz a que Alba Lucía pueda rehacer su proyecto de vida.
	Parcial
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión  dio cuenta de que el Estado colombiano señaló que el 9 de mayo de 2013, mediante Decreto N° 1920 de la Gobernación del Departamento de Antioquia, se nombró a Alba Lucía en la plaza de empleo “Celador”, en la Institución Educativa San Luis del Municipio de Yarumal. El 4 de junio de 2013 se posicionó a Alba Lucía en la Institución educativa con un contrato de 6 meses, renovable por 6 meses. Afirma el Estado que la Gobernación de Antioquia tiene el reto de garantizar la continuidad de este empleo.

Las peticionarias, por su parte, en comunicación del 5 de marzo de 2014, precisaron que pese a los esfuerzos desplegados por el Estado en este sentido, dicho contrato de trabajo no ha alcanzado un carácter de indefinido, por lo que consideran que “la temporalidad del empleo ofrecido le obstaculiza “rehacer su proyecto de vida”.

En el acta de la Reunión de Trabajo mantenida por las partes con el acompañamiento de la CIDH en 2016, el 159 periodo de sesiones en Panamá, el Estado se comprometió a brindar información sobre las condiciones de contrato y la forma en la que está asegurada su estabilidad laboral. Sin embargo, el Estado no presentó la información en las 3 semanas prometidas.

El 18 de julio de 2018, la parte peticionaria informó que el Estado había brindado un contrato de trabajo a Alba Lucia como celadora en una escuela, pero que dicho puesto no era indefinido. Adicionalmente, informó que Alba Lucía solicitó el traslado de su empleo a otra localidad. Sin embargo, a la fecha no había obtenido una respuesta formal del Estado. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por la parte peticionaria, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.

	SÉTIMA.- Dado que tanto las prestaciones de salud como las educativas y la capacitación laboral no pueden implementarse en la localidad en la que reside actualmente Alba Lucía, por carecer de las mismas, el Estado asistirá en el traslado, instalación y permanencia de Alba Lucía y su compañero permanente a la ciudad de Medellín u otro municipio del departamento de Antioquia, mediante el desembolso de una cuota de sostenimiento. Esta será desembolsada con una periodicidad semestral durante el tiempo que dure el programa educativo o de capacitación laboral escogido por Alba Lucia, de acuerdo con lo establecido en el numeral 5 del presente acuerdo.
	Parcial
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión dio cuenta de que las peticionarias, expresaron su interés por conocer con más profundidad sobre el acceso efectivo de la víctima y su compañero a los servicios médicos y de salud sexual y reproductiva. Asimismo, expresaron que desconocían el resultado del proceso de acompañamiento psicosocial y que quisieran obtener del Estado mayor información, con el fin de que se determine conjuntamente entre las partes sobre la efectividad del mismo y la necesidad de continuar con dicho acompañamiento.

El Estado presentó información suministrada por el Ministerio de Salud. Al respecto el Ministerio informó sobre la celebración de una reunión el día 3 de diciembre de 2015 entre la representante de la víctima, la Dirección Seccional de Antioquia, la Dirección de Derechos Humanos de la Secretaría de Gobierno de Antioquia y la nueva Entidad Promotora de Salud- EPS con el fin de hacer un seguimiento y establecer acuerdos necesarios para impulsar esta medida. En cumplimiento a lo acordado en dicha reunión, recalca la asignación de la Institución Prestadora de Salud para atención ambulatoria desde el 3 de diciembre en UT Viva 1 Sede Medellín, institución donde ha recibido atención general por un grupo interdisciplinario único compuesto por médico, enferma y psicóloga. Por último, menciona los servicios que se le han prestado a la señora Alba Rodríguez a través de la nueva EPS durante los meses de enero y febrero de 2016.

Dado que las medidas relacionadas con las clausulas quinta y sexta del acuerdo se encuentran en proceso de implementación, la Comisión considera que el nivel de cumplimiento de esta medida sigue siendo parcial.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA

5. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Ambas partes presentaron información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

6. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión observa que han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. La Comisión observa que el Estado aportó documentación a través de la cual se pudo corroborar el cumplimiento total de la cláusula segunda y el cumplimiento parcial sustancial de la cláusula cuarta. Por lo que insta a las partes a trabajar conjuntamente en la definición de fórmulas que permitan medir e impulsar el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa. 

8. Por todo lo anterior, la CIDH insta al Estado a realizar reuniones de trabajo con la participación de los peticionarios para crear una hoja de ruta que permita lograr el cumplimiento total del acuerdo de solución amistosa.

9. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre las cláusulas 3, 4, 5, 6 y 7 del acuerdo de solución amistosa. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 

A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó un reconocimiento expreso de responsabilidad.
· El Estado realizó el pago de la reparación económica, según lo acordado.

· El Estado se encuentra brindando a la beneficiaria el servicio de atención médica y puso a su disposición la atención psicológica. 
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 10/15
CASO 12.756
MASACRE ESTADERO EL ARACATAZZO
(Colombia)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Masacre Estadero El Aracatazzo
Peticionario (s): Luis Felipe Viveros Montoya, José Luis Viveros Abisambra y Juan Esteban Montoya Hincapié
Estado: Colombia
Informe de Acuerdo de Solución Amistosa.: 10/15, publicado el 30 de enero de 2015
Informe de Admisibilidad Nº.: 47/10, publicado el 18 de marzo de 2010
Relatoría vinculada: Unidad de Memoria, Verdad y Justicia
Temas: Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias/ Derecho a la vida/  Masacre/ Derecho a las garantías judiciales/ Derecho a las garantías de protección judicial/ Investigación

Hechos: El caso se refiere a los hechos sucedidos el día 12 de agosto de 1995, cuando miembros de grupos paramilitares asesinaron a 18 personas en el estadero “El Aracatazzo”, municipio de Chigorodó, Antioquia, con la aquiescencia de agentes de la fuerza pública que se encontraban en un retén del Batallón de Infantería No. 46 del Ejército Nacional. En ese sentido, los agentes omitieron el deber de adoptar medidas de protección frente a los disparos que se produjeron y socorrer a la población civil, a pesar de su cercanía al estadero y de haber escuchado los disparos. Con posterioridad a los hechos, no hubo una investigación penal ni disciplinaria de los involucrados, habiendo transcurrido más de 10 años sin que se sancionara a los presuntos responsables de los hechos mencionados.
Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para entender el caso de autos y que la petición era admisible con relación a los artículos 2 (Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno), 4 (derecho a la vida), 8 (derecho a las garantías judiciales), y 25 (derecho a las garantías de protección judicial) de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, en cumplimiento con los requisitos previstos en sus artículos 46 y 47 y decidió notificar a las partes y publicar su informe en su informe anual.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 29 de agosto de 2017 y 24 de julio de 2018.  
2. El Estado proporcionó información los días 7 de noviembre de 2016, 13 de febrero de 2017, 12 de abril de 2017, 8 de junio de 2017, 15 de noviembre de 2017 y 8 de octubre de 2018. 

3. Los peticionarios proporcionaron información el 21 de julio de 2017. Los peticionarios no proporcionaron información en el 2018. 
4. El  6 de julio de 2017, las partes sostuvieron una reunión de trabajo con la facilitación de la Comisión, con el fin de impulsar el cumplimiento de los puntos pendientes del acuerdo de solución amistosa.
III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA 
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO.- Reconocimiento de responsabilidad.
En atención a los hechos ocurridos el día 12 de agosto de 1995 en el estadero "El Aracatazzo" (Sic), ubicado en el barrio El Bosque del municipio de Chigorodó - Antioquia, en los cuales un grupo al margen de la ley asesinó los señores Jorge Luis Julio Cárdenas, Luis Alberto Guisao Ríos, Mélida María Jiménez Borja, Leonardo Minota Mosquera, Francisco Leonardo Panesso Castañeda, Willinton de Jesús Tascón Duque, Héctor Alonso Tascón Duque, Libia Úsuga Úsuga y Jorge Iván Zúñiga Becerra; el Estado colombiano reconoce la responsabilidad internacional por omisión en su deber de garantizar los derechos reconocidos en los artículos 4 (derecho a la vida) y 5 (derecho a la integridad personal) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con la obligación general establecida en el artículo 1.1 del mismo instrumento. Asimismo, el Estado colombiano reconoce su responsabilidad internacional por la violación del derecho a la integridad personal (art. 5) en relación a los familiares de las víctimas.  
	Total


	SEGUNDA.-  En materia de justicia.

Las partes reconocen los avances que han existido en materia de justicia en el presente caso. Sin embargo, el Estado se compromete a continuar con su obligación de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de los hechos.
	Parcial Sustancial 2018
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión acogió positivamente el reconocimiento conjunto de ambas partes sobre los diferentes avances en materia de justicia, en particular las acciones de investigación, juzgamiento y condena de 12 de los involucrados en la masacre que tuvo lugar en el estadero El Aracatazzo, y en el mismo sentido, instó al Estado a actuar con la mayor celeridad para cumplir con las medidas de reparación dispuestas en el acuerdo de solución amistosa suscrito por las partes.
El 7 de noviembre de 2016, el Estado presentó información sobre las diversas actuaciones realizadas desde la Fiscalía General de la Nación. Al respecto, el Estado informó que mediante resolución de fecha 16 de octubre de 2014 dicha autoridad dispuso que la investigación se enmarque dentro de la categoría “crímenes de sistema representados en los delitos de lesa humanidad y crímenes de guerra.” En este sentido, la Fiscalía General mediante resoluciones de fecha 8 de mayo y 3 de noviembre de 2015 resolvió la situación jurídica de cinco miembros del Ejército Nacional por la presunta ejecución, en calidad de coautores, del delito de homicidio en persona protegida en concurso homogéneo y sucesivo de 18 personas, y una más en grado de tentativa, imponiéndoles detención preventiva en centro carcelario. Tras la aprehensión de tres de los sindicados, la Fiscalía General mediante resolución de fecha 16 de marzo de 2016, decretó con respecto a los mismos el cierre parcial de la investigación.

En su Informe Anual de 2017, la Comisión dio cuenta de que el 21 de julio de 2017, los peticionarios reiteraron información presentada con anterioridad, indicando que, en materia de justicia, observan con beneplácito la resolución mediante la cual el Fiscal General de la Nación ordenó remitir la investigación penal adelantada por la Fiscalía 91 de la UNDH y DIH, a la Dirección Nacional de Análisis y Contexto, toda vez que en razón de dicha decisión, el Fiscal 33 Especializado de la Dirección Nacional de Análisis y Contexto asumió el conocimiento de la investigación, y calificó los hechos como crímenes de lesa humanidad y de guerra. Los peticionarios confirmaron la información presentada por el Estado en materia de avances en la investigación y agregaron que se ha ordenado la captura y detención preventiva de 18 personas por delitos en personas protegidas, y asimismo se dictó el auto de acusación el 26 de abril de 2016, el cual se encuentra en firme.

El 6 de julio de 2017, las partes sostuvieron una reunión de trabajo en la ciudad de Lima, Perú, con la facilitación de la CIDH. En dicha reunión, los peticionarios indicaron que en julio de 2016 se decretó la nulidad parcial de la investigación penal por parte del Tribunal Superior de Bogotá, y que fue presentado un recurso de revisión por parte de la Fiscalía General de la Nación en agosto de 2016 que todavía no había sido resuelto, y que en consecuencia se dio el cierre parcial de la investigación. Los peticionarios destacaron igualmente que hace 14 meses se inició la etapa de juicio y juzgamiento contra algunos de los acusados, incluyendo a un capitán y un sargento que continúan prófugos de la justicia después de 22 años.

El 8 de octubre de 2018, el Estado presentó un informe de la Fiscalía General de la Nación, mediante el cual informó que las actuaciones en contra de Sergio Enrique Jérez García y Víctor Julio Jerez Flórez se identifica con el radicado 2538 a la fecha presentaba siguientes avances:

· Los procesados Pérez García y Jerez Florez, manifestaron su interés de acogerse a la jurisdicción especial para la paz, por lo que presentaron la solicitud de suscripción del acta de sometimiento el suscrito Fiscal decidió suspender

· El Fiscal Séptimo Especializado contra la Corrupción decidió suspender definitivamente la orden de captura No. 0159900 que pesa en contra del sindicado Sergio Enrique Pérez García, conforme los lineamientos de la ley 1820 de 2016 acogidos en el Decreto 706 de 2017 que dispuso la aplicación de "un tratamiento especial a los miembros de la Fuerza Pública en desarrollo de principios de prevalencia e inescindibilidad del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación" de forma diferenciada, otorgando un tratamiento equitativo, equilibrado, simultáneo y simétrico y siendo consecuentes con los compromisos que ante la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) ha asumido el procesado. Por su parte el sindicado Jerez Flórez está a la espera de la suscripción del acta en cuanto se le otorgue fecha y hora en la Secretaría Ejecutiva de la JEP.
En cuanto al recurso de Revisión, el Estado informó que fue asignado al Magistrado Álvaro Valdivieso Reyes con el radicado 11001220400020160210600, sin que hasta la fecha se haya decidido de fondo frente a la pretensión de la Fiscalía de remover la "cosa juzgada" dentro del radicado 270 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos.

En relación con los proceso que se encuentran en etapa de juicio, el Estado informó que:

· La causa 05000310700320170059200, el 19 de diciembre de 2017 el Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado dictó sentencia condenatoria en contra de Álvaro Géz Mesa, imponiéndole la pena de 480 meses de prisión, a 120 meses de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas y a la multa de 39.000 S.M.L.M.V.
· La causa 050003107002016-00326, fue asignada al Juez Primero Penal del Circuito Especializado de Antioquia, autoridad ésta a la que se le dio traslado de su solicitud con el fin de que dé la respuesta de su competencia.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	TERCERA.- Medidas de satisfacción y rehabilitación

El Estado se compromete a realizar un acompañamiento a las víctimas del presente caso, con el fin de que logren acceso a los planes, programas y proyectos en materia de reparación que ofrece el Estado colombiano mediante el modelo de atención, asistencia y reparación integral de las víctimas implementado por la Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas.


	Parcial Sustancial 2018
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión  dio cuenta de que el Estado señaló que el día 17 de septiembre de 2015 se sostuvo una reunión en la ciudad de Medellín con los representantes de las víctimas en la cual la Unidad para las Víctimas presentó el modelo de atención, asistencia y reparación integral; y les fue solicitado a los representantes los datos de las víctimas para incluirlos en el Plan de Atención Psicosocial y de Salud Integral a Víctimas del Conflicto Armado (PAPSIVI) como parte de las medidas de asistencia y rehabilitación de la Ley 1448 del 2011. El Estado afirmó que desde el Ministerio de Salud y Protección Social se están realizando gestiones para lograr la afiliación de manera prioritaria y la inclusión en el PAPSIVI, con el fin de implementar distintas acciones. Finalmente, el Estado concluyó que se han realizado diferentes reuniones de concertación con los representantes de las víctimas en lo referente a las medidas de satisfacción y rehabilitación en las cuales se ha reiterado que la implementación de las medidas se realizará una vez se termine el proceso de pago de indemnización a las víctimas.

Sin embargo, los peticionarios indicaron que en cuanto a la inclusión de las víctimas al PAPSIVI, en diciembre de 2016, la Unidad para las Víctimas les informó de manera verbal sobre las dificultades que tenía el Ministerio de Salud para efectuar la afiliación de algunas de las víctimas, y hasta la actualidad, no han recibido información nueva. Los peticionarios indicaron que no han recibido información del Estado acerca de la afiliación definitiva de los familiares al PAPSIVI.
El 8 de octubre de 2018, el Estado informó que Jorge Eliecer Julio, Luis Alfonso Julio, Julio Amaya, Arleiber Barrientos, Jorge Andrés Barrientos, Adolfo Gómez y Daniel Gómez se encuentran registradas en el Registro Único de Victimas (RUV), sin embargo, indicó que no posee información de Ana Paola, debido a que no informa su plena identificación para realizar las validaciones correspondientes.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	CUARTA.- Garantías de no repetición

El Estado colombiano se compromete a continuar con los programas de educación en derechos humanos y derecho internacional humanitario dentro de las fuerzas armadas colombianas. Asimismo, se compromete a incluir el caso 12.756 Masacre Estadero "El Aracatazzo" (Sic) como tema de estudio y análisis en los eventos de capacitación extracurricular en materia de derechos humanos en las diferentes escuelas de formación y capacitación.
	Total


	QUINTA.- Reparación Pecuniaria.

El Estado se compromete a dar aplicación a la Ley 288 de 1996 una vez se homologue el presente acuerdo de solución amistosa mediante la expedición del informe de artículo 49 de la CADH, con el propósito de reparar los siguientes perjuicios:

· El daño moral ocasionado directamente a las víctimas Jorge Luis Julio Cárdenas, Luis Alberto Guisao Ríos, Mélida María Jiménez Borja, Leonardo Minota Mosquera, Francisco Leonardo Panesso Castañeda, Willinton de Jesús Tascón Duque, Héctor Alonso Tascón Duque, Libia Úsuga Úsuga y Jorge Iván Zúñiga Becerra, por los hechos ocurridos en el estadero "El Aracatazo" en el barrio El Bosque del municipio de Chigorodó - Antioquia.

· El daño moral que llegara a probarse sufrido a favor de Jorge Eliecer Julio Gutierrez, Luis Alfonso Julio Gutierrez, Ana Paola Julio Amaya, en calidad de hijos de la víctima Jorge Luis Julio Cárdenas. Asimismo, el daño moral que llegara a probarse en favor de Arleiber de Jesús Barrientos Usuga, Jorge Andrés Barrientos Úsuga, Adolfo Enrique Gómez Usuga y Daniel Jose Gómez Usuga, hijos de la víctima Libia Úsuga Úsuga.
	Total 2018
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión tomó nota de la información presentada conjuntamente por las partes en escrito de 24 de diciembre de 2014,  según la cual lo referido a la reparación pecuniaria fue determinado tomando como referencia la solicitud de conciliación extrajudicial que presentaron conjuntamente los peticionarios y el Ministerio de Defensa el 9 de agosto de 2011 ante la Procuraduría General de la Nación, que según las partes constituye materialmente el acuerdo entre las partes sobre ese punto en específico. Asimismo, la Comisión valora y resalta positivamente que el Estado colombiano haya declarado como delito de lesa humanidad, los hechos objeto de la investigación seguida por la Fiscalía General de la Nación radicada con el No. 081 DINAC Masacre el Aracatazzo.  

El Estado señaló que en fecha 9 de febrero del 2016 los Ministros del Interior, de Relaciones Exteriores, de Justicia y del Derecho, y de Defensa Nacional, en su calidad de miembros del Comité de Ministros, expidieron la resolución N° 0578 del 2016 con un concepto favorable y para los efectos de la Ley 288 de 1996 respecto a las víctimas que no hubiesen sido indemnizadas por la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. En este sentido, el Estado agregó que como resultado de diferentes reuniones con los representantes de las víctimas, en las que fueron definidos los montos por perjuicios inmateriales para cada una de las víctimas, el Comité de Conciliación y Defensa Judicial del Ministerio de Defensa Nacional adoptó decisión, la cual fue aceptada por los representantes de las víctimas. A la fecha, la solicitud de conciliación conjunta en el marco de la Ley 288 de 1996 se encuentra radicada ante la Procuraduría General de la Nación y a la espera del trámite de ley.

El 8 de octubre de 2018, el Estado informó que el Ministerio de Defensa de la Nación procedió a realizar el pago de la indemnización a los beneficiarios del acuerdo de solución amistosa, mediante resolución No. 1528 del 08 de marzo de 2018. Informó que procedió al pago de 1,387,204,479.20 pesos a favor de Jorge Eliecer Julio Gutiérrez y otros, a través de su apoderado. Por lo que solicitó que la CIDH declarara el cumplimiento total de la presente cláusula. 
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
5. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas de las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. El Estado presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  La parte peticionaria no presentó información actualizada sobre el cumplimiento del acuerdo.
6. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión observa que  han existido avances en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en el último año. La Comisión observa que el Estado aportó documentación a través de la cual se pudo corroborar el cumplimiento total de la cláusula quinta del acuerdo y el cumplimiento parcial sustancial de las cláusulas segunda y tercera del mismo.

8. La Comisión observa con preocupación que la parte peticionaria no ha presentado información actualizada sobre el cumplimiento de las medidas establecidas en el acuerdo de solución amistosa, y le insta para que mantenga informada a la CIDH en relaciona  los avances que se den en el presente caso. 

9. Por todo lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre las cláusulas 2 y 3 del acuerdo de solución amistosa. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó el reconocimiento de la responsabilidad. 

· El Juzgado Tercero Penal del Circuito Especializado dictó sentencia condenatoria en contra de Álvaro Géz Mesa.
· El Estado registró a las víctimas en el Registro Único de Victimas (RUV).
B. Resultados estructurales del caso

· El Estado realizó programas de capacitación extracurricular desarrollados en múltiples jornadas entre 2015 y 2017, coordinados por la Jefatura de Educación Continuada y Doctrina Conjunta, abarcado diferentes unidades militares y policiales dentro del territorio nacional. Las capacitaciones tuvieron como metodología el estudio de casos en el marco del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, las obligaciones internacionales del Estado en materia de derechos humanos y el mecanismo de solución amistosa como alternativa de resolución eficaz de las denuncias ante la CIDH.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 38/15
PETICIÓN 108-00
MASACRE DE SEGOVIA
(Colombia)

I. RESUMEN DEL CASO 

	Víctima (s): Masacre de Segovia

Peticionario (s): Javier Leonidas Villegas Posada

Estado: Colombia

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa.: 38/15, publicado el 24  de julio de 2015

Relatoría vinculada: Unidad de Memoria, Verdad y Justicia
Temas: Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias/ Derecho a la vida/  Masacre/ Derecho a las garantías judiciales/ Derecho a las garantías de protección judicial/ Investigación 
Hechos: El caso se refiere a los hechos sucedidos el día 11 de noviembre de 1988, cuando un grupo de hombres fuertemente armado habría llegado en camiones al centro del municipio de Segovia, Antioquia, abriendo fuego y arrojando granadas, lo cual habría resultado en la muerte de 43 personas, entre ellas tres niños, y otras 50 personas habrían resultado heridas. Según lo indicado en la petición, la masacre fue perpetrada por paramilitares con la aquiescencia del Ejército Nacional, y el sistema judicial colombiano habría condenado a cinco militares y cuatro civiles a penas de prisión y multas por el delito de terrorismo y otros, por los hechos narrados en la petición; sin embargo, no se habría investigado y sancionado a todos los responsables. La petición se presentó a favor de 29 personas que perdieron la vida y 4 personas lesionadas por los hechos y sus respectivos grupos familiares, y posteriormente se amplió este grupo incluyendo a 5 presuntas víctimas adicionales y sus familiares.
Derechos alegados: El peticionario alegó la violación de los artículos 1 (obligación de respetar los derechos), 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (derecho a las garantías judiciales), 10 (derecho a la indemnización), 11 (protección de la honra y la dignidad), 17 (protección a la familia), 22 (derecho de circulación y de residencia) y 25 (derecho a la protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes el 29 de agosto de 2017 y 20 de julio de 2018. 
2. El Estado proporcionó información el 20 de julio de 2015, 7 de noviembre de 2016, 8 de octubre de 2018.
3. El peticionario proporcionaron información el 20 de julio de 2015. El peticionario no proporcionó información en el 2018.
4. El  4 de julio de 2017, las partes sostuvieron una reunión de trabajo con la facilitación de la Comisión, con el fin de impulsar el cumplimiento de los puntos pendientes del acuerdo de solución amistosa.

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA 

	Cláusulas del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO.- Reconocimiento de responsabilidad. El Estado colombiano reconoce la responsabilidad internacional por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4 (derecho a la vida) […]
	Cláusula declarativa

	SEGUNDA.-  En materia de justicia.

Las partes reconocen los avances que han existido en materia de justicia en el presente caso. Sin embargo, el Estado se compromete a continuar con su obligación de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de los hechos.
	Parcial
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión  observó el reconocimiento conjunto de las partes sobre los diferentes avances en materia de justicia por la masacre que tuvo lugar en el Municipio de Segovia, Antioquia, en particular las acciones de investigación, juzgamiento y condena de 5 militares y 4 civiles a penas de entre 18 y 26 años de privación de la libertad y multas de entre 98 y 140 SMLMV, como responsables penales de la misma. Asimismo, la CIDH insta al Estado a continuar ejecutando todas las acciones necesarias para cumplimiento total de la obligación de investigar, juzgar y sancionar a otros posibles responsables de los hechos, específicamente a aquellas personas que durante el proceso desarrollado bajo la Ley de Justicia y Paz, hayan reconocido su participación en la masacre, así como a aquellos servidores públicos que hayan sido identificados como responsables por acción u omisión.  

En su Informe Anual 2017, la Comisión dio cuenta de que el 7 de noviembre de 2016, el Estado reiteró que la investigación por los hechos acaecidos el 11 de noviembre de 1988 se encuentra en curso en la Fiscalía 46 Especializada. Al respecto, precisó que se han vinculado a 22 personas, de las cuales 7 son miembros de la fuerza pública, 14 son civiles y un aforado; y se han proferido un total de 11 fallos condenatorios, incluyendo aquel en contra del ex congresista César Pérez García, emitida el 14 de marzo de 2011 por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia.

El 9 de octubre de 2018, el Estado presentó un informe de la Dirección Especializada contra Violaciones de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación, mediante el cual se informan sobre las últimas actuaciones del caso, resaltando que el 3 de agosto de 2018, se ordenó a policía judicial Dijin, realizar un análisis detallado de la investigación, con el fin que pueda orientar el impulso procesal, que se dará. Adicionalmente, informó que no ha habido participación del Ministerio Público. En relación con la participación de las víctimas en el proceso de investigación, el Estado informó que la señora Consuelo de Jesús Orozco, presentó demanda de parte civil. Finalmente, en cuanto a los obstáculos encontrados en la investigación, el Estado indicó que “la temporalidad de los hechos objeto de investigación representa una dificultad ya que la recolección de material probatorio es escasa; el paso del tiempo dificulta establecer contacto con los testigos, las víctimas y los victimarios porque en la actualidad al parecer han fallecido."

	TERCERA.- Medidas de satisfacción y rehabilitación

El Estado se compromete a implementar las siguientes medidas de satisfacción:

· Un acto de disculpas públicas en el municipio de Segovia, Departamento de Antioquia, encabezado por un alto funcionario del Gobierno, con la participación de autoridades públicas y los familiares de las víctimas. En el mismo se reconocerá la responsabilidad estatal en los términos establecidos en el presente acuerdo. La presente medida se cumplirá dentro del término de un año contado desde la firma del presente Acuerdo y estará a cargo de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.

· El Estado se compromete a realizar un acompañamiento a las víctimas del presente caso, con el fin de que logren acceso a los planes, programas y proyectos en materia de reparación que ofrece el Estado colombiano mediante el modelo de atención, asistencia y reparación integral de las víctimas implementado por la Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas. Dentro de las acciones implementadas en el marco de esta ruta de reparación integral se brindarán: 

   i) medidas de rehabilitación física, mental, psicosocial, social y;


	Total


	ii) medidas de reparación simbólica como acciones en materia de memoria histórica y conmemoraciones que serán concertadas con las víctimas y sus representantes.
	Parcial sustancial 2018
	En su informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 4 de julio de 2017, las partes sostuvieron una reunión de trabajo en la ciudad de Lima, Perú, con la facilitación de la CIDH. En dicha  reunión, los peticionarios indicaron que En relación al punto 2 de la Cláusula 3 del acuerdo, los peticionarios indicaron que aún no se le ha dado inicio a su implementación, razón por la cual las víctimas se sienten burladas, en este sentido, exigen que en un período no superior a 2 meses, se coordine con la directora del Museo de Medellín, con el objeto de que ésta abra al acceso público a las memorias fílmicas, conmemoración acordada por las partes. Adicionalmente, el Estado señaló que en lo que concierne a las medidas que versan sobre la memoria de las víctimas, se cuenta con la disposición de la Unidad de Víctimas para visibilizar el tema, y que se coordinaría una reunión con la alcaldía de Medellín y con el Museo Casa de la Memoria para tales efectos. El Estado destacó que ha venido trabajando en la reconstrucción de la memoria en Segovia y se tiene contemplado llevar a cabo una jornada o sesiones en Segovia.

El 9 de octubre de 2018, el Estado presentó información suministrada por la Unidad para las Víctimas, mediante la cual indicó que en el acta levantada en la reunión de trabajo de 4 de diciembre de 2017 entre los peticionarios, funcionarios de la Casa Museo de la Memoria y la Unidad para las Victimas, se estableció como compromiso por parte de los peticionarios la remisión de las fichas para el infograma que se instalará en la sala central del Museo. En consecuencia, indicó que la Unidad para las Victimas cumplió con este punto relacionado en el Acuerdo.
La CIDH toma nota de la información presentada por el Estado y queda a la espera de que las partes presenten información sobre la instalación del infograma en la sala central del Museo de la Memoria y la celebración de las conmemoraciones acordadas con la parte peticionaria.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	CUARTA.- Garantías de no repetición

El Estado colombiano se compromete a continuar con los programas de educación en derechos humanos y derecho internacional humanitario dentro de las fuerzas armadas colombianas. Asimismo, se compromete a incluir los hechos de la presente petición como tema de estudio y análisis en los eventos de capacitación extracurricular en materia de derechos humanos en las diferentes escuelas de formación y capacitación.
	Total


	QUINTA.- Reparación Pecuniaria.

El Estado se compromete a dar aplicación a la Ley 288 de 1996 una vez se homologue el presente acuerdo de solución amistosa mediante la expedición del informe de artículo 49 de la CADH, con el propósito de reparar los perjuicios morales o materiales que llegaran a probarse a favor de los familiares directos de las víctimas, que acrediten su legitimidad y que no hayan sido indemnizados a través de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
	Parcial sustancial 2018
	El Estado señaló que en fecha 9 de febrero del 2016 los Ministros del Interior, de Relaciones Exteriores, de Justicia y del Derecho, y de Defensa Nacional, en su calidad de miembros del Comité de Ministros, expidieron la resolución N° 0579 del 2016 con el concepto favorable y para los efectos de la Ley 288 de 1996 respecto a las víctimas que no hubiesen sido indemnizadas por la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. En este sentido, el Estado informó a la CIDH sobre la celebración de diferentes reuniones con los representantes de las víctimas; con el objetivo de llegar a acuerdos frente a la tipología de perjuicios, los topes que se van utilizar para la tasación como también la legitimación en la causa de cada uno de los beneficiarios y la verificación de registros civiles.

El 4 de julio de 2017, las partes sostuvieron una reunión de trabajo en la ciudad de Lima, Perú, con la facilitación de la CIDH. En dicha  reunión, los peticionarios indicaron que a pesar de que el 9 de febrero de 2016 se profirió la resolución según lo dispuesto por la Ley 288 de 1996, no se ha presentado el escrito de conciliación por parte de la Procuraduría General de la Nación. Agregaron que se llegó a un acuerdo con el Ministerio de Defensa para determinar el monto de la indemnización.

En 2017, el Estado indicó que el Ministerio de Defensa, es la entidad encargada de hacer entrega de la misma, y que ha avanzado en un 90% del proceso, por lo que se encuentra en este momento determinando la forma de pago y los intereses.

El 9 de octubre de 2018, el Estado informó que el Ministerio de Relaciones Exteriores solicitó al Ministerio de Hacienda Crédito Público la asignación de un rubro para ser traslado al Ministerio de Defensa Nacional, a fin de que realice el pago de indemnizaciones a las víctimas y beneficiarios. Adicionalmente, informó que la parte peticionaria no ha presentado la totalidad de los documentos soporte para el pago total de las indemnizaciones.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
5. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas de las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. El Estado presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH. La parte peticionaria no presentó información actualizada sobre el cumplimiento del acuerdo.

6. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión observa que  han existido avances en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en el último año. La Comisión observa que el Estado aportó documentación a través de la cual se pudo corroborar el cumplimiento parcial sustancial de las cláusulas 3.II y 5 del mismo.

8. La Comisión observa con preocupación que la parte peticionaria no ha presentado información actualizada sobre el cumplimiento de las medidas establecidas en el acuerdo de solución amistosa, y le insta para que mantenga informada a la CIDH en relaciona  los avances que se den en el presente caso. 

9. Por todo lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre las cláusulas 2, 3.II y 5 del acuerdo de solución amistosa. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso

· El Estado realizó el reconocimiento de la responsabilidad internacional del Estado colombiano por la omisión de garantizar los derechos a la vida y a la integridad personal establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos en relación a las víctimas fallecidas durante los hechos sucedidos en la masacre, así como en relación a las víctimas que resultaron lesionadas.
· Se realizaron las acciones de investigación, juzgamiento y condena de 5 militares y 4 civiles a penas de entre 18 y 26 años de privación de la libertad y multas de entre 98 y 140 Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (SMLMV), como responsables penales de la misma.
· Se realizaron jornadas de orientación a los beneficiarios el 1 y 3 de julio de 2015 en Segovia y Medellín; y del acuerdo entre las partes sobre el contenido; y la fecha del acto de reconocimiento de responsabilidad así como de las fechas y contenidos de las capacitaciones a funcionarios de la Fuerza Pública.

· Se realizó el acto de disculpas públicas en el municipio de Segovia, Departamento de Antioquia, encabezado por un alto funcionario del Gobierno, con la participación de autoridades públicas y los familiares de las víctimas.
· En relación con las medidas de satisfacción y rehabilitación, puntualmente frente a las medidas de rehabilitación física, mental y psicosocial, se han implementado a través del Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas (PAPSIVI), el cual se encuentra a cargo del Ministerio de Salud y Protección Social.
B. Resultados estructurales del caso

· El Estado implementó 5 jornadas de capacitación dirigidas al personal de la fuerza pública con el contenido del marco fáctico de caso 
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 82/15
PETICIÓN 577-06
GLORIA GONZÁLEZ
(Colombia)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Gloria González

Peticionario (s): Carlos Enrique Londoño Zapata, Javier Leónidas Villegas Posadas y Sandra Villegas
Estado: Colombia

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº:82/15, publicado el 28 de octubre de 2015

Relatoría vinculada: Mujeres; Niños, Niñas y Adolescentes

Temas: Uso de la fuerza/ Salud/ Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias/ Investigación
Hechos: Según lo narrado por el peticionario, el 7 de mayo de 2002 miembros del Ejército Nacional habrían irrumpido en el Sector Juan XXIII, del Barrio La Divisa, en la ciudad de Medellín, para adelantar un operativo en la casa vecina a la de Gloria González. Alegadamente los agentes habrían realizado disparos y una bala perdida habría alcanzado el pecho de la víctima mientras amamantaba a su hija D, consecuencia de lo cual Gloria González falleció y la niña D perdió el ojo derecho, como resultado de una perforación en la córnea provocada por una esquirla de bala. Con posterioridad a los hechos, la niña fue trasladada al Hospital San Vicente, en donde le habrían extraído el ojo derecho, pero no habría sido posible iniciar el tratamiento de inserción de una prótesis ocular para permitir el desarrollo adecuado de la órbita porque no era cobijado por el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales (SISBEN). En la petición se alegó de manera general y sin explicar detalle que se habría denunciado los hechos ante la Fiscalía, pero que la familia habría sido objeto de amenazas, por lo cual habrían sido forzados a desistir de la denuncia; y Carlos Londoño Zapata, compañero permanente de la víctima, y sus cuatro hijos habrían buscado refugio en otro país, aunque habrían regresado después de varios años a Colombia. Según la documentación proporcionada en la petición, la Fiscalía 174 Seccional de Medellín habría realizado algunas diligencias preliminares de investigación, como la toma de testimonios, levantamiento de cadáver y necropsia, pero dichas actuaciones habrían sido remitidas al Juzgado 23 de Instrucción Penal Militar. Posteriormente, las diligencias habrían sido enviadas al Juzgado 87 de Instrucción Penal Militar a través de resolución No. 244 de 25 de noviembre de 2004. El 24 de abril de 2008, se habría proferido auto que ordenó la remisión de las diligencias a la Fiscalía Penal Militar para calificación, luego de lo cual la Fiscalía No. 11 Penal Militar habría ordenado la práctica de pruebas el 31 de marzo de 2009, sin embargo, no consta en el expediente que se haya llegado a una decisión final que sancionara a los responsables. 

Derechos alegados: El peticionario alegó la violación del artículo 1 (derecho a la vida, a la libertad, a la seguridad e integridad de la persona) de la Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante la “Declaración” o la “Declaración Americana”) y el artículo 4 (derecho a la vida), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante la “Convención” o la “Convención Americana”).


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, 27 de septiembre de 2016, 29 de agosto de 2017 y 23 de julio de 2017. 

2. La parte peticionaria no ha presentado información adicional sobre el cumplimiento desde la fecha de emisión del Informe de Homologación. 

3. El Estado por su parte no ha presentado información sustancial sobre el cumplimiento del acuerdo desde la fecha de emisión del Informe de Homologación. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO.- 
Realizar un acto de dignificación, acompañado de una ceremonia privada en la cual de acuerdo al deseo expresado por los familiares de las víctimas, se arrojarán las cenizas de los restos mortales de la señora Gloria González al mar. Este acto simbólico, contará con un acompañamiento psicosocial, por parte de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, quien se encargará de la ejecución de esta medida.
	Total


	SEGUNDA.-  

Realizar un acompañamiento a las víctimas del presente caso, con el fin de que logren acceso a los planes, programas y proyectos en materia de reparación que ofrece el Estado colombiano mediante el modelo de atención, asistencia y reparación integral de las víctimas, implementado por la Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.



	TERCERA.- 


El Estado gestionará un auxilio por $50.000.000 (CINCUENTA MILLONES DE PESOS M C/TE) para la menor D, con el objetivo de financiar la educación técnica o tecnológica y solventar los gastos de manutención. El valor del auxilio se aumentará a $70.000.000 (SETENTA MILLONES DE PESOS MC/TE) si la beneficiaria escoge una carrera profesional. La beneficiaria de la medida debe realizar los trámites pertinentes para ser admitida en el centro de estudios respectivos y realizará los programas que ofrezca la institución universitaria que permitan garantizar su adecuado rendimiento académico.

Teniendo en cuenta que la beneficiaria se encuentra cursando educación secundaria, el auxilio se hará efectivo una vez culminen la totalidad del ciclo educativo formal estipulado en el Artículo 11 de la ley 115 de 1994.

En todo caso, el auxilio debe ser utilizado en un término no mayor de diez (10) años contados desde la firma del presente acuerdo, o de lo contrario se entenderá por cumplido este punto del acuerdo. Esta medida estará a cargo del Ministerio de Educación y el lcetex.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.



	CUARTA.- 
Se brindará atención integral en salud desde una perspectiva psicosocial y con enfoque reparador en virtud de las afectaciones sufridas como consecuencia de los hechos a D, Jennifer Johanna, Luisa Fernanda, Carlos Josué Londoño González (hijos de la señora Gloria González) y al señor Carlos Enrique Londoño Zapata (Cónyuge de la señora Gloria González) (sic). Los beneficiarios de esta medida tendrán atención integral en salud desde una perspectiva psicosocial y con enfoque reparador en virtud de las afectaciones sufridas. Es por ello, que el Ministerio de Salud y Protección Social implementará las medidas de rehabilitación en salud constitutivas de una atención médica, psicológica y psicosocial a través del Sistema General de Seguridad Social en Salud y del Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral para las Víctimas (PAPSIVI). Se garantizará un tratamiento adecuado, oportuno y prioritario a las personas que lo requieran, previa manifestación de su voluntad, y por el tiempo que sea necesario.
Para el acceso a la atención en salud integral, se garantizará el otorgamiento de cualquier tipo de medicamentos, así como los tratamientos que se requieran (que comprenden salud física, mental y psicológica) a los beneficiarios de las medidas, al tiempo que tendrán una atención preferencial y diferencial en virtud de su condición de víctimas.

Se brindará atención especial a la niña D quien además del daño psicológico, sufrió lesiones físicas al momento de la muerte de su madre, es por ello que contará con una cobertura integral por la EPS del régimen en el que está afiliada y se le realizará un cambio periódico de la prótesis, así como la entrega de los elementos necesarios de consumo diario y de higiene y los medicamentos para la lubricación de la prótesis.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.



	QUINTA.- 
El Estado dará aplicación a la Ley 288 de 1996, una vez se homologue el presente acuerdo de solución amistosa mediante la expedición del informe de artículo 49 de la CADH, con el propósito de reparar los perjuicios de orden moral derivados de la lesión padecida por D, exclusivamente para el señor Carlos Enrique Londoño Zapata (padre) y para Luisa Fernanda, Jennifer Johana y Carlos Josué Londoño González (hermanos), quienes no fueron indemnizados por estos perjuicios en el proceso de reparación directa adelantado ante el Juzgado Doce Administrativo del Circuito de Medellín, en los términos y bajo los parámetros establecidos por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, siempre y cuando se acrediten los perjuicios en la forma establecida por el ordenamiento jurídico interno.

Las partes le solicitan a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos la homologación del presente acuerdo y prelación en la emisión del informe de artículo 49 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en virtud de que el mismo se hace necesario para la ejecución de varios de los puntos contenidos en el Acuerdo de Solución Amistosa.
	Pendiente
	Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.



	SEXTA.- ADENDA AL ACUERDO DE SOLUCION AMISTOSA / 29 de septiembre de 2015

En materia de justicia, el Estado se compromete a continuar con el avance del proceso penal en curso, con el fin de esclarecer los hechos y proferida la decisión que en derecho corresponda, sancionar a los responsables que resultare de ella.


	Pendiente
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el Estado indicó, en comunicaciones del 14 de agosto y 21 de octubre de 2015, que la investigación inició el 10 de mayo de 2002, con el auto de apertura de instrucción dictado por el Juzgado 23 Penal Militar y que el 15 de mayo de 2015, el Juez 32 Penal Militar remitió la investigación a la Fiscalía 11 Penal Militar, en donde se encuentra “en turno para proceder a su calificación”.

El Estado mencionó que se han iniciado acciones para impugnar la competencia de la jurisdicción penal militar en varias oportunidades. En ese sentido informó a esta Comisión, que el 18 de diciembre de 2002, la Procuraduría 192 Judicial Penal solicitó el cambio de jurisdicción, por lo cual el Juez 23 Penal Militar envió la documentación a la Unidad Nacional de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la Nación. El 2 de marzo de 2004, la Unidad Nacional de Derechos Humanos profirió auto rechazando la competencia y propuso un conflicto de competencias negativo, por lo cual el asunto se habría elevado ante el Consejo Superior de la Judicatura, en su Sala Disciplinaria, que resolvió el 7 de junio de 2004 que no se había trabado en legal forma el conflicto de competencias, por lo que se enviaron las diligencias nuevamente al Juez 23 Penal Militar. 
Estado indicó de manera general, que con posterioridad al 29 de septiembre de 2004, la Procuraduría General de la Nación solicitó el envío de las diligencias a la Justicia Ordinaria, y que el Juez de Brigadas decidió no remitirlas y ordenó al Juzgado 87 Penal Militar continuar con la Investigación. El Estado informó que el Juez 87 de Instrucción Penal Militar ordenó el envío de las diligencias a la Fiscalía General de la Nación por considerar que la justicia penal militar no era competente para conocer el asunto. Finalmente, el Fiscal 18 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario emitió auto el 1 de septiembre de 2010, en donde decidió no aceptar la competencia y causó nuevamente un conflicto de competencia negativo, por lo cual el proceso permaneció ante el Juzgado 87 Penal Militar. Según lo informado por el Estado, el 15 de mayo de 2015 el Juez 32 Penal Militar remitió la investigación a la Fiscalía 11 Penal Militar para el cierre de la etapa instructiva, y en la actualidad se está a la espera de su calificación.

En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión  observó que la naturaleza del bien jurídico lesionado no es de carácter castrense, por lo cual el procesamiento de los responsables correspondería a la justicia común. Lo anterior es de fundamental relevancia si se toma en consideración que la misma justicia interna dentro del trámite contencioso administrativo, reconoció que existen al menos indicios de un posible uso excesivo de la fuerza letal por parte de los agentes que actuaron en un operativo que en principio gozaba de legalidad. En relación a lo anterior, la Comisión recuerda que la posibilidad de que los tribunales castrenses juzguen a todo militar al que se le imputa un delito ordinario, por el sólo hecho de estar en servicio, implica que el fuero se otorga por la mera circunstancia de ser militar. En tal sentido, aunque el delito sea cometido por militares en los momentos de estar en servicio o con motivo de actos del mismo no es suficiente para que su conocimiento corresponda a la justicia penal castrense. La Corte Interamericana de Derechos Humanos también ha establecido en su jurisprudencia constante que “[c]uando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso”. Por lo anterior, la Comisión continuará la supervisión del cumplimiento de este punto de acuerdo a los estándares interamericanos aplicables.

Información no proporcionada: las partes no han presentado información sobre las medidas adoptadas para cumplir con este extremo del acuerdo.
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.




IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión observa que las partes no han presentado información sobre el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde la fecha de la emisión del Informe de Homologación.  

5. Por lo anterior, la CIDH considera que no hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa con preocupación que  no han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa desde su homologación. 

7. Por todo lo anterior, la CIDH insta a las partes a conformar una mesa de trabajo para crear una hoja de ruta hacia la implementación de las medidas pendientes de cumplimiento, y a mantener informada a la Comisión de los avances que se presenten, de manera que pueda valorar el cumplimiento de su decisión.

8. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre los puntos 2, 3, 4, 5 y 6.

V. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó un acto de dignificación de la memoria de Gloria González, acompañado de una ceremonia privada en la cual de acuerdo al deseo expresado por los familiares de las víctimas, se arrojaron sus cenizas al mar. 
· El Estado brindó un acompañamiento psicosocial, por parte de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, durante la ejecución de la medida relacionada con el acto de dignificación.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 43/16
CASO 11.538
HERSON JAVIER CARO
(Colombia)

I. RESUMEN DEL CASO 

	Víctima (s): Herson Javier Caro

Peticionario (s): Comisión Intercongregacional de Justicia y Paz, hoy denominada Comisión Intereclesial de Justicia y Paz

Estado: Colombia

Informe de Admisibilidad Nº: 72/09, publicado el 5 de agosto de 2009

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 43/16, publicado el 7 de octubre de 2016

Relatoría vinculada: Niños, Niñas y Adolescentes
Temas: Campesinos/Uso de la fuerza/ Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias/ Investigación
Hechos: El asunto se refiere la ejecución extrajudicial de Herson Javier Caro, en el municipio de El Castillo, jurisdicción de Medellín del Ariari, Colombia el 15 de noviembre de 1992, quien tenía entonces 15 años de edad y habría fallecido a causa de heridas recibidas por los integrantes de una patrulla militar del Ejército Nacional de Colombia. Los peticionarios alegaron que la mañana del 15 de noviembre de 1992, Herson Javier a sus quince años de edad, se habría dirigido al caserío de Puerto Unión a vender unos kilos de café. Ese mismo día, una patrulla del Ejército Nacional de Colombia, adscrita al Batallón de Infantería 21 Vargas, habría realizado una serie de retenes y allanamientos en el caserío Puerto Unión. Dicha patrulla habría instalado un retén en las entradas y salidas del lugar, a muchos de los pobladores los habrían sometido a malos tratos. Cuando Herson Javier se percató de lo que ocurría, habría salido corriendo. Los integrantes de la patrulla militar, al ver que Herson Javier corría, habrían disparado en su contra, falleciendo unas horas después a causa de las heridas recibidas.

Derechos alegados: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y declaró que la petición era admisible respecto a los artículos 4(1), 5(1), 8(1) 19 y 25, en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención Americana.  Asimismo, decidió declarar inadmisible el caso a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 7, 10 y 11 de la Convención Americana, notificar el informe a las partes y ordenar su publicación en su informe anual. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. 
La CIDH solicitó información actualizada al Estado el 24 de julio de 2018. 

2. El Estado proporcionó información los días, 13 de febrero, 16 de mayo, 16 de junio y 27 de octubre de 2017;  9 de marzo, 9 de mayo y 9 de octubre de 2018.
3. Los peticionarios proporcionaron información los días 6 de julio y 12 de diciembre  de 2017.

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO.- Reconocimiento de responsabilidad
El Estado colombiano reconoce la responsabilidad internacional por la violación de los derechos consagrados en los artículos 4° (derecho a la vida), 14 (derecho a la honra), 19 (derecho del niño) (sic) en perjuicio del niño Herson Javier Caro (Javier Apache), así como de los artículos 5° (derecho a la integridad personal), 8 (derecho a las garantías judiciales), y 25 (derecho a la protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos "en adelante la CADH", en perjuicio de la víctima y sus familiares, por los hechos ocurridos el día 15 de noviembre de 1992 en el caserío Puerto Unión, jurisdicción de Medellín del Ariari en el departamento del Meta, en los cuales murió el niño Herson Javier Caro, como consecuencia de los disparos recibidos en los retenes de control que se estaban realizando en la zona por el Ejército Nacional.
	Declarativa

	SEGUNDA.-  Materia de justicia

La Procuraduría General de la Nación, dentro del marco de sus competencias, interpondrá la acción de revisión de la sentencia de fecha 29 de mayo de 2003, proferida por el Juzgado Cuarto Penal Militar de Brigada de Villavicencio Meta, confirmada por el Tribunal Superior Militar el 3 de septiembre de 2003, una vez se emita el Informe de artículo 49 de la CADH.
	Total 2018
	En su Informe de Homologación del presente caso, la Comisión  observó que el 16 de mayo de 2017, el Estado informó que la Corte Suprema de Justicia en su Sala Penal, declaró mediante auto de sustanciación de 25 de abril de 2017, que la acción de revisión de la sentencia de fecha 29 de mayo de 2003, proferida por el Juzgado Cuarto Penal Militar de Brigada de Villavicencio Meta, se encuentra ajustada a derecho y admitió el recurso extraordinario de revisión.

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el15 de noviembre de 2017, el Estado resaltó las actuaciones de la Fiscalía General, indicó que se profirió resolución de acusación en contra de: ALVARO GÓEZ MESA, los exintegrantes del Ejercito Nacional Libardo Bermúdez, Noffar Fabián Motta y Jhon Fredy Moncada. Con relación a los sindicados Sergio Enrique Pérez y Víctor Julio Jerez, igualmente ex miembros del Ejército Nacional, continúa en etapa de instrucción.

El 10 de mayo de 2018, el Estado informó que mediante sentencia del 2 de mayo de 2018, la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, declaró fundada la causal de revisión y dejó sin efectos las sentencias del 29 de mayo y 3 de septiembre de 2003, proferidas por el Juzgado Cuarto Penal de Brigada y el Tribunal Superior Militar, respectivamente, a través de las cuales se absolvió a Pedro José Guarnizo del delito de homicidio agravado. La información fue trasladada al peticionario el 21 de junio de 2018, sin que a la fecha hayan presentado observaciones. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	TERCERA.- Medidas de satisfacción y de rehabilitación

	1) Un acto de reconocimiento responsabilidad (sic) y de disculpas públicas encabezado por un alto funcionario del Estado, con participación de autoridades públicas, los familiares de víctimas y sus representantes (sic), con difusión a través de los medios masivos de comunicación. El apoyo logístico y técnico de esta medida estará a cargo de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las víctimas.
	Total


	2) Otorgar un auxilio por $50.000.000 (CINCUENTA MILLONES DE PESOS M C/TE) para Cielo Yamile Apache Caro y otro por el mismo valor para William Alfonso Apache Caro, hermanos de la víctima, con el objetivo de financiar la educación técnica o tecnológica o profesional que escojan y solventar los gastos de manutención. Los beneficiarios de la medida deben realizar los trámites pertinentes para ser admitidos en el centro de estudios respectivos y realizarán los programas que ofrezca la institución universitaria que permitan garantizar su adecuado rendimiento académico.

      En todo caso, el auxilio debe empezar a utilizarse en un término no mayor de cinco (5) años contados desde la firma del presente acuerdo, o de lo contrario se declarará por cumplida la gestión del Estado en su consecución. Si la falta de ejecución de la medida en el término señalado es atribuible al Estado no se extinguirá la obligación de otorgar el auxilio educativo. La ejecución de esta medida estará a cargo del Ministerio de Educación Nacional y el Instituto Colombiano de Crédito y Estudios Técnicos en el Exterior (ICETEX).
	Parcial 2018
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que en julio de 2017, los peticionarios indicaron que con respecto a Cielo Apache, su cupo en la universidad reservado para la inscripción se encuentra vencido sin que el Estado haya realizado el desembolso acordado.

El 27 de octubre de 2017, el Estado indicó que el Ministerio de Educación Nacional, mediante nota de 22 de agosto de 2017, informó sobre las actividades realizadas en lo que se refiere al otorgamiento de auxilio educativo, indicando que, el Ministerio en cuestión y el ICETEX, constituyeron un fondo de administración y manejo de los recursos financieros, en concordancia con lo dispuesto por la Ley 1450 de 2011; por lo anterior, se suscribió el convenio interadministrativo 1280 de 2017, mediante el cual se han de administrar los recursos para la beneficiaria Cielo Apache, por un valor de $ 50.000.000 de pesos; indica el Estado así que, en base a comunicaciones realizadas con la beneficiaria, se encuentran en la espera de los documentos que aporte la misma para empezar nuevamente el trámite ante el Ministerio de Educación Nacional y el ICETEX, por cambio de domicilio y residencia.

El 27 de octubre de 2017, el Estado indicó que el Ministerio de Defensa solicitó a la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, la identificación del apoderado, dirección, número telefónico y la identificación de las víctimas a indemnizar y hasta el momento no se ha recibido respuesta, solicitud reiterada nuevamente el 14 de agosto de 2017, y que hasta el momento no se ha recibido respuesta por parte de los representantes de las víctimas. Dicha información fue trasladada a los peticionarios para que presentaran sus observaciones.

El 9 de octubre de 2018, el Estado informó que con respecto a Cielo Apache, se están administrando los recursos del fondo constituido entre el Ministerio de Educación Nacional y le ICETEX con el convenio 1280 de 2017; se ejecutaron los desembolsos de la matricula por $3’583.140 pesos y el monto de sostenimiento de $1’461.263 pesos relacionados con los gastos del primer semestre de 2018. Se ha solicitado una información adicional para renovación de los gastos de matrícula del segundo semestre de 2018, sin que la beneficiaria haya proporcionado dicha información, por lo que quedaría pendiente la ejecución de un monto de $44’955.597 pesos hasta que la beneficiaria suministre la información necesaria para continuar con la ejecución de la medida. 

En la misma comunicación el Estado informó con respecto a William Alfonso Apache Caro, se están administrando los recursos del fondo constituido entre el Ministerio de Educación Nacional y le ICETEX con el convenio 1280 de 2017; se ejecutaron los desembolsos de la matricula por $3’724.000 pesos y el monto de sostenimiento de $765.796 pesos relacionados con los gastos del primer semestre de 2018. Se dio instrucción al ICETEX de ejecutar montos por $3’920.000 de matrícula y $570.440 de sostenimiento correspondientes al segundo semestre de 2018. Por lo anterior, quedaría pendiente la ejecución de un monto de $41’019.764 pesos.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.

	3) Se exonerará a William Alfonso Apache (hermanos de la víctima) (sic) de prestar el servicio militar obligatorio una vez cumpla 18 años y se le expedirá su libreta militar sin costo alguno. Esta medida estará a cargo de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y el Ministerio de Defensa Nacional. 
	TOTAL 2018
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el  Estado indicó que el Ministerio de Defensa Nacional, informó que había sido comunicado a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado el trámite a seguir para que el joven William Alfonso Apache solicitara la libreta militar provisional. Igualmente indicó que en fecha 16 de agosto de 2016, los datos de identificación del joven habían sido recibidos y se trasmitieron a la Dirección de Reclutamiento, que ya había sido iniciado el proceso de inscripción y formulación de solicitud de exención como víctima del conflicto armado y que, había sido inscrito como víctima en el Registro Único de Víctimas para poder definir y expedir sin costo su libreta militar.
El 9 de marzo de 2018, el Estado informó que se había entregado la libreta militar, proporcionaron muestras fotográficas del acto de entrega. Dicha información fue trasladada a los peticionarios el 1 de mayo de 2018. Los peticionarios no han presentado información al respecto.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	4) Mediante el modelo de atención, asistencia y reparación integral de las víctimas implementado por la Unidad, el Estado se compromete a realizar un acompañamiento a las víctimas del presente caso, con el fin de que logren acceso a los planes, programas y proyectos en materia de reparación que ofrece el Estado colombiano. Se tendrá en cuenta un enfoque diferencial con la madre del señor Herson Javier Caro, teniendo en cuenta su condición de adulto mayor.
	Parcial 2018
	El 9 de octubre de 2018, el Estado informó que es necesario que se precise el listado de los familiares de la víctima el hecho victimizante. Se indicó que dos de los hermanos y las madres de la víctima se encuentran ya incluidos en el registro Único de Victimas.  

Al respecto, los peticionarios no presentaron observaciones. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.


	5) El Ministerio de Salud y Protección Social implementará las medidas de rehabilitación en salud constitutivas de una atención médica, psicológica y psicosocial a través del Sistema General de Seguridad Social en Salud y del Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral para las Victimas (PAPSIVI). Se garantizará un tratamiento adecuado, oportuno y prioritario a las personas que lo requieran, previa manifestación de su voluntad, y por el tiempo que sea necesario. Al proveer el tratamiento psicológico y brindar la atención psicosocial se deben considerar las circunstancias y necesidades particulares de cada persona, de manera que se les brinden tratamientos colectivos, familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada uno de ellos y después de una evaluación individual. 
	Total 2018
	El 9 de octubre de 2018, el Estado presentó información más detallada sobre la prestación del servicio de atención psicosocial en el 2018 a través del PAPSIVI a Rosalba Caro Monroy, William Alfonso Apache Caro, Cielo Yamile Apache Caro, Heliodoro Apache Caro y Jenny Sorancy Apcahe Caro; así como las entidades administradoras de los planes de beneficios de las víctimas. El Estado proporcionó información sobre las atenciones psicosociales reportadas en 2018 para cada uno de los miembros del grupo familiar a través del PAPSIVI.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	6) Para el acceso a la atención en salud integral, se garantiza el otorgamiento de cualquier tipo de medicamentos, así como los tratamientos que se requieran (que comprenden salud física, mental y psicológica) a los beneficiarios de las medidas, al tiempo que tendrán una atención preferencial y diferencial en virtud de su condición de víctimas.
	Total 2018
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 16 de junio de 2017, el Estado informó que los beneficiarios del acuerdo se encuentran asegurados por instituciones del Sistema General de Seguridad Social en Salud y que el señor William Alfonso, presentó solicitud de traslado del régimen contributivo al régimen subsidiado, y que actualmente, dicho procedimiento administrativo se encuentra en proceso.
Igualmente, en el mismo informe el Estado comunicó que, la “NUEVA EPS” y “CAFESALUD”, encargadas de prestar la atención integral en salud a los beneficiarios han presentado reportes mediante los cuales se puede verificar el uso que se la ha dado a la medida.

El 9 de octubre de 2018, el Estado presentó información más detallada sobre el aseguramiento en materia de salud de Rosalba Caro Monroy, William Alfonso Apache Caro, Cielo Yamile Apache Caro, Heliodoro Apache Caro y Jenny Sorancy Apcahe Caro; así como las entidades administradoras de los planes de beneficios de las víctimas. Estas personas se encuentran registradas en la Base de Datos Única del Sistema de seguridad Social (BDUA). El Estado proporcionó información sobre las atenciones médicas reportadas en 2018 para cada uno de los miembros del grupo familiar a través de la EPS. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	CUARTA.- Reparación Pecuniaria

El Estado se compromete a dar aplicación a la Ley 288 de 1996 una vez se homologue el presente acuerdo de solución amistosa mediante la expedición del informe de artículo 49 de la CADH, con el propósito de reparar los perjuicios inmateriales o materiales que llegaran a probarse a favor de los familiares directos de Herson Javier Caro que no han sido indemnizados a través de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Esta medida estará a cargo del Ministerio de Defensa Nacional.
	Parcial 2018
	El 3 de marzo de 2018, el Estado informó que el 30 de enero de 2018 los peticionarios le habían remitido el escrito de conciliación, el cual se encuentra en análisis en el Ministerio de Defensa de la Nación. 

El 9 de octubre de 2018, el Estado informó que se presentó ante el Comité de Conciliación del Ministerio de defensa la propuesta de conciliación extrajudicial entre la Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Ejercito Nacional y los señores Rosalba Caro y Otros, con el objeto de que se les indemnice y se le paguen los perjuicios ocasionados por los hechos violatorios del caso en los que perdió la vida Herson Javier Caro. El Comité autorizó por unanimidad conciliar en su totalidad el monto con la aplicación de la teoría jurisprudencial del riesgo excepcional aplicando los parámetros de: 100 SMLMV en favor de Rosalba Caro en calidad de madre de la víctima por concepto de daños morales;  100 SMLMV en favor de los hermanos de la víctima por concepto de daños Morales. Se indicó que la conciliación fue aprobada el 16 de agosto de 2018 y que está pendiente la aprobación de la Procuraduría. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado y la ausencia de observaciones de la parte peticionaria, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en el 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas de las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. El Estado presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH. La parte peticionaria no presenta observaciones desde el 12 de diciembre de 2017. 

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que  han existido avances en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en el último año. La Comisión observa que el Estado aportó documentación a través de la cual se pudo corroborar el cumplimiento total la cláusula segunda y de los numerales 3, 5 y 6 de la cláusula tercera del acuerdo y el cumplimiento parcial del numeral 2 y 4 de la cláusula tercera y de la cláusula cuarta del acuerdo de solución amistosa.

7. La Comisión insta a la parte peticionaria a presentar información actualizada sobre el cumplimiento de los puntos pendientes del acuerdo que continúan siendo objeto de supervisión. 

8. Por todo lo anterior, la CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre los numerales 2 y 4 de la cláusula tercera y la cláusula cuarta del acuerdo. 

IV. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado reconoció su responsabilidad internacional en el caso por las violaciones ocurridas;

· Se está brindado la medida educativa a los hermanos de la víctima; 

· Se exoneró a William Alfonso Apache (hermano de la víctima) de prestar el servicio militar obligatorio y se le expidió su libreta militar sin costo alguno;
· Se registró a  los beneficiarios del ASA en el registro Único de Victimas;
· Se les dio a los beneficiarios del ASA la cobertura en salud a través de la EPS; 
· Se les brindó a los beneficiarios el servicio de atención psicosocial a través del PAPSIVI;
B. Resultados estructurales del caso
· Se efectuó la revisión del proceso penal. El 2 de mayo de 2018, la Corte Suprema de Justicia, Sala Penal dejó sin efectos las sentencias del 29 de mayo y 3 de septiembre de 2003, a través de las cuales se absolvió a Pedro José Guarnizo del delito de homicidio agravado.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 67/16
CASO 12.541
OMAR ZÚÑIGA VÁSQUEZ
(Colombia)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Omar Zuñiga Vásquez

Peticionario (s): Corporación Colectivo de Abogados José Alvear Restrepo

Estado: Colombia

Informe de Admisibilidad Nº: 20/06, publicado el 2 de marzo de 2006

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 67/16, publicado el 30 de noviembre de 2016

Relatoría vinculada: N/A

Temas: Detención arbitraria o ilegal/ Campesinos/ Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias/ Investigación
Hechos: El caso se refiere a la responsabilidad internacional de la República de Colombia por las torturas y ejecución extrajudicial de Omar Zúñiga Vásquez, así como por la privación arbitraria de la libertad y torturas cometidas en contra de Amira Isabel Vásquez de Zúñiga, en hechos ocurridos  el 1° de junio de 1992 en la finca “El Cerrito”, en el municipio de San Cristóbal.  De conformidad con la petición, el 1 de junio de 1992, un grupo de hombres armados, pertenecientes al Batallón de Fusileros de Infantería de Marina No. 3, habrían llegado a la casa de la señora Amira Vásquez de Zúñiga ubicada en la finca "El Cerrito" municipio de San Cristóbal, corregimiento de San Jacinto, departamento de Bolívar y se habrían llevado su hijo,  Omar Zúñiga Vásquez de su residencia para posteriormente conducirlo a un colegio y torturarlo por su presunta colaboración o pertenencia con un grupo de la guerrilla. Dado que Amira Vasquez de Zúñiga habría corrido detrás de su hijo al ser arbitrariamente detenido por los agentes estatales, ésta habría sido detenida en el baño de dicho colegio, por 3 días durante los cuales fue testigo de las torturas y malos tratos infringidos a su hijo. Los peticionarios alegaron que nueve días más tarde, cerca del corregimiento "El Paraíso" en el cerro "El Capiro", apareció el cuerpo de Omar Zúñiga con un impacto de arma de fuego en la cabeza. Adicionalmente, los peticionarios alegaron que el conocimiento de los hechos por la justicia penal militar y la ausencia de resultados en el proceso adelantado ante la justicia ordinaria acarrearon una violación de los derechos de las víctimas y sus familiares.

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para conocer el presente caso y que la petición era admisible con relación a los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 7 (derecho a la libertad personal), 8 (derecho a las garantías judiciales) y 25 (derecho a la protección judicial), de la Convención Americana en concordancia con su artículo 1.1, en cumplimiento con los requisitos previstos en sus artículos 46 y 47 y decidió notificar a las partes y publicar su informe en su informe anual.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. 
La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 24 de julio y 7 de septiembre de 2018. 

2. 
Las partes sostuvieron una reunión de trabajo con la facilitación de la CIDH el 4 de julio de 2017, en la ciudad de Lima, Perú. 
3. 
El Estado proporcionó información el 28 de septiembre de 2018.

4. Los peticionarios proporcionaron información el 26 de noviembre de 2018.

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO.- Reconocimiento de responsabilidad
El Estado colombiano reconoce la responsabilidad internacional por la violación de:

· El artículo 4º (derecho a la vida) de la CADH en perjuicio de Omar Zúñiga; 

· Los artículos 5º (derecho a la integridad personal) y 7º (derecho a la libertad personal) de la CADH en perjuicio del señor Omar Zúñiga Vásquez y la señora Amira Vásquez de Zúñiga; 

· Los artículos 8º (derecho a las garantías judiciales), 22º  (derecho de circulación y de residencia) y 25º o (derecho a la protección judicial) de la CADH, en perjuicio de los familiares de Omar Zúñiga.
	Declarativa

	SEGUNDA.-  Materia de justicia

La Procuraduría General de la Nación, dentro del marco de sus competencias, interpondrá la acción de revisión contra la resolución de fecha 28 de mayo de 2014, proferida por la Fiscalía 73 Delegada ante el Tribunal Superior de Bogotá, una vez se emita el Informe de artículo 49 de la CADH.

Asimismo, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado se compromete a estudiar la viabilidad de presentar la acción de repetición de acuerdo a las funciones que le otorga el artículo 6, numeral 3, literal ix del decreto ley 4085 de 2011.
	Parcial 2018
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 4 de julio de 2017, las partes sostuvieron una reunión de trabajo en la ciudad de Lima, Perú, con la facilitación del Comisionado José de Jesús Orozco, Relator de la CIDH para Colombia. En dicha reunión, los peticionarios informaron que se elevó una petición en el mes de diciembre del año de 2016, a través de la cual se solicitó la acción de revisión por parte de la Procuraduría General.  

El 28 de septiembre de 2018, el Estado informó que la acción de revisión fue radicada y admitida por la Corte Suprema de Justicia bajo el número 11001020400020170079400 de 9 el mayo de 2019, la cual se encuentra pendiente en el despacho del magistrado ponente. El Estado indicó que en este caso existen dos grandes grupos de víctimas, las que ya fueron reparadas ante la jurisdicción contenciosa administrativa y las que serán reparadas a través del trámite establecido en la Ley 288 de 1996. Frente al primer grupo de víctimas, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado- ANDJE-, realizó el correspondiente estudio, determinando que no es viable iniciar la acción de repetición, por la caducidad de la misma, tal como lo preceptúa el Artículo 11 de la Ley 678 de 20011. Lo anterior, en virtud a que el Tribunal Administrativo de Bolívar, profirió sentencia el 19 de abril de 1999 declarando responsable administrativamente a la Nación- Ministerio de Defensa Nacional y como consecuencia de ello, el pago de las indemnizaciones se efectuó el 8 de agosto de 20002. Es decir, que la acción de repetición caducó por el vencimiento del plazo el día 9 de agosto de 2002.

Respecto al segundo grupo de víctimas, es decir, las que serán reparadas a través del trámite de Ley 288 de 1996, se tiene que, una vez se realice el pago de las indemnizaciones, la ANDJE estudiará la viabilidad de iniciar la acción de repetición, en el evento en que se cumplan los presupuestos para interponerla de conformidad con el artículo 2 de la Ley 678 de 2001. [...]

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por El Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.

	TERCERA.- Medidas de satisfacción y de rehabilitación

El Estado de Colombia se compromete a realizar las siguientes medidas:

1. Entrega en condiciones de respeto y dignidad del cadáver de Omar Zúñiga Vásquez a su familia para ser inhumado en la ciudad de Barranquilla, este acto será concertado con las víctimas y sus representantes.
	Total



	2. Un acto de reconocimiento de responsabilidad y de disculpas públicas encabezado por un alto funcionario del Estado, con participación de autoridades públicas, los familiares de víctimas y sus representantes, con difusión a través de los medios masivos de comunicación. El apoyo logístico y técnico de esta medida estará a cargo de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas y será concertado con las víctimas y sus representantes.
	Total


	3. Otorgar un auxilio por $50.000.000 (CINCUENTA MILLONES DE PESOS M C/TE) para Julio Miguel Zúñiga Villalba y otro por el mismo valor para Julieth Zúñiga Villalba, hijos de la víctima, con el objetivo de financiar la educación técnica, tecnológica o profesional que escojan y solventar los gastos de manutención. Los beneficiarios de la medida deben realizar los trámites pertinentes para ser admitidos en el centro de estudios respectivos y realizarán los programas que ofrezca la institución universitaria que permitan garantizar su adecuado rendimiento académico.

En todo caso, el auxilio debe empezar a utilizarse en un término no mayor de diez (10) años contados desde la firma del presente acuerdo, o de lo contrario se declarará cumplida la gestión del Estado en su consecución. Si la falta de ejecución de la medida en el término señalado es atribuible al Estado no se extinguirá la obligación de otorgar el auxilio educativo. La ejecución de esta medida estará a cargo del Ministerio de Educación y el Instituto Colombiano de Crédito y Estudios Técnicos en el Exterior (ICETEX).


	Parcial

 2018
	El 4 de julio de 2017, las partes sostuvieron una reunión de trabajo en la ciudad de Lima, Perú, con la facilitación del Comisionado José de Jesús Orozco, Relator de la CIDH para Colombia. En dicha reunión, los peticionarios informaron sobre el incumplimiento de las medidas acordadas junto con el Estado Colombiano, lo cual ha provocado una ruptura de la confianza legítima entre las partes. Los peticionarios indicaron que el auxilio dirigido a apoyar la educación de la hija de la víctima, no fue desembolsado, por lo cual solicitaron que el Ministerio de Educación haga un acompañamiento para que los mismos puedan decidir sobre los programas educativos. 

El 28 de septiembre de 2018, el Estado indicó que el auxilio está previsto para cubrir “gastos académicos y de manutención” de Acuerdo con lo indicado por la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado” mediante comunicación No. 20175010062141GDI del 11 de septiembre de 2017, mediante la cual solicitó recursos al Ministerio de Hacienda y Crédito Público por la suma de $50.000.000. El Ministerio de Educación Nacional realizó las acciones necesarias para incorporar el recurso mencionado en el convenio 1280 de 2017 suscrito con el ICETEX, en el marco del cual se constituyó un fondo para “pagar las obligaciones del estado colombiano derivadas de Acuerdos de solución amistosa o sentencias judiciales proferidas a favor de víctimas del conflicto armado interno, referidas al otorgamiento de auxilios económicos para cubrir gastos de matrícula y de sostenimiento para facilitar el acceso y permanencia en la educación superior”. En este sentido, se generó la minuta de adición del valor del convenio y se entregó al ICETEX el 19 de junio de 2018 para la firma respectiva, previa concertación del contenido de la misma. Este Ministerio está a la espera de que dicha entidad entregue el original firmado para continuar con el trámite de registro presupuestal después del cual se ejecutarán los recursos. Una vez se cumpla lo anterior, este Ministerio emitirá al ICETEX las instrucciones que requiera para que le informe detalladamente a la ciudadana Julieth (sic) Zúñiga Villalba los procedimientos y formalidades que debe cumplir para que se registre de Acuerdo con lo previsto en el artículo 6 del reglamento operativo del convenio. Así mismo, se darán las instrucciones del caso para que la misma entidad proceda con los trámites de legalización y desembolso de los recursos, de Acuerdo con los artículos 8 y 9 del mismo reglamento».

El 26 de noviembre de 2018, los peticionarios informaron que respecto a Julieht Zuñiga Villalba, la medida se encuentra en proceso de ejecución. A mitad del año 2018 la joven Julieht terminó sus estudios de secundaria y se encuentra a la espera de apertura de fechas de inscripción en las Universidades. Se les ha informado que el Ministerio de Educación y por su intermedio el ICETEX ya ha iniciado los trámites internos para la disposición de los recursos en favor de Julieht. Por otro lado, respecto a Julio Miguel Zúñiga, la medida no ha podido ser ejecutada, por razones ajenas al Estado. Por lo anterior, los peticionarios consideran que la medida a la fecha se encuentra en proceso de cumplimiento. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.

	4. Mediante el modelo de atención, asistencia y reparación integral de las víctimas implementado por la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, el Estado se compromete a realizar un acompañamiento a las víctimas del presente caso, con el fin de que logren acceso a los planes, programas y proyectos en materia de reparación y asistencia que ofrece el Estado colombiano. 


	Pendiente
	El 28 de septiembre de 2018, el Estado indicó que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, en su Informe de 15 de marzo de 2018, manifestó dificultades para cumplir con esta medida, «como quiera que para poder avanzar se requiere que se defina lo relativo al alcance del Acuerdo en mención, respecto de las víctimas que cobija. Estas dificultades obedecen, particularmente, a la necesidad de identificar plenamente a las víctimas de las violaciones al artículo 22 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en tanto estas no fueron individualizadas en el Acuerdo. Con posterioridad a la reunión interinstitucional de 6 de marzo de 2018, se inició un proceso de concertación entre las partes en el Acuerdo (el Estado, a través de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado; las víctimas, por intermedio de sus representantes), quienes intentan formular una solución a la situación descrita, inclusive mediante la negociación de un otrosí o adenda al Acuerdo, que disponga del aval de la Comisión.

El 26 de noviembre de 2018, los peticionarios informaron que en reunión de 12 de septiembre de 2017 se informó a los representantes que la vía de acceso será por medio de la inclusión automática en el Registro Único de Víctimas (“RUV”) previsto en la ley 1448 de 2011. Para la realización de dicho proceso, se les informó que era necesaria la remisión de una serie de formularios diligenciados con datos de las víctimas del presente caso. Luego de diversas correcciones y aclaraciones solicitadas por la Unidad Para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (“UARIV”), se hizo envío definitivo de dichos formularios en noviembre de 2017. Tras ser remitidos los formularios, la UARIV informó por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores la imposibilidad de incluir a las víctimas del caso en el registro por vulneraciones a los derechos consagrados en los artículos 8º (derecho a las garantías judiciales), 22º (derecho de circulación y de residencia) y 25º o (derecho a la protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Lo anterior se debe a que ni el informe 67/16 emitido por la Comisión, ni el Acuerdo de Solución Amistosa establecen una lista de personas reconocidas como víctimas por las citadas vulneraciones. Debido a esto, se han sostenido comunicaciones con la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado para concertar la lista definitiva de las víctimas. Se espera remitir nota conjunta en las próximas semanas a la Comisión con el fin de solicitar que se anexe al Informe 67/16 una lista de víctimas de vulneraciones a los artículos 8, 22 y 25 de la CADH.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que el cumplimiento de esta medida continua estando pendiente.

	5. El Ministerio de Salud y Protección Social implementará las medidas de rehabilitación en salud constitutivas de una atención médica, psicológica y psicosocial a través del Sistema General de Seguridad Social en Salud y del Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral para las Víctimas (PAPSIVI). Se garantizará un tratamiento adecuado, oportuno y prioritario a las personas que lo requieran, previa manifestación de su voluntad, y por el tiempo que sea necesario. Al proveer el tratamiento psicológico y brindar la atención psicosocial se deben considerar las circunstancias y necesidades particulares de cada persona, de manera que se les brinden tratamientos colectivos, familiares e individuales, según lo que se acuerde con cada uno de ellos y después de una evaluación individual.
	Parcial
	El 28 de septiembre de 2018, el Estado presentó información más detallada sobre la prestación del servicio de atención psicosocial en el 2018 a través del PAPSIVI a 10 beneficiarios a través del PAPSIVI.

Los peticionarios no presentaron información sobre este punto.
Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.

	6. Para el acceso a la atención en salud integral, se garantiza el otorgamiento de cualquier tipo de medicamentos, así como los tratamientos que se requieran (que comprenden salud física, mental y psicológica) a los beneficiarios de las medidas, al tiempo que tendrán una atención preferencial y diferencial en virtud de su condición de víctimas. Así mismo, se tendrá en cuenta un enfoque diferencial para los señores Miguel Antonio Zúñiga Buelvas y Amira Vásquez de Zúñiga, teniendo en cuenta su condición de adultos mayor.


	Parcial sustancial 2018
	El 28 de septiembre de 2018, el Estado presentó información más detallada sobre el aseguramiento en materia de salud de 43 beneficiarios, que se encuentran registrados en la Base de Datos Única del Sistema de seguridad Social (BDUA) a fecha septiembre de 2018. El Estado proporcionó información sobre las atenciones médicas reportadas en 2018 para 6 delos beneficiarios incluyendo la madre de la víctima a través de la EPS. 

El 26 de noviembre de 2018,  los peticionarios informaron que El 19 de octubre de 2017, se realizó reunión con el Ministerio de Salud, el Ministerio de Relaciones Exteriores y las víctimas del caso, en donde se explicaron los alcances de la medida. En esta misma reunión se les hizo llegar a los representantes formulario para obtener datos necesarios para la ejecución de la medida en cuestión. Por medio de comunicación del 16 de noviembre de 2017, se hizo envío de los formularios. Se recibieron observaciones por parte de las entidades relacionadas con la medida en cuestión el 23 de febrero de 2018, las cuales fueron incluidas y reenviadas el mismo día. Respecto a medidas en favor de beneficiarios en particular, se realizaron las siguientes gestiones: 

El 15 de marzo de 2018 se hizo solicitud en favor del señor Ariel Zúñiga a partir de la atención precaria que estaba recibiendo en su estadía internado en la Clínica del Prado en la ciudad de Barranquilla. Dicha solicitud fue respondida satisfactoriamente.

 El 22 de marzo de 2018 se solicitó medida en favor de la señora Asteria Zúñiga Vásquez. En días anteriores la beneficiaria había tenido problemas al momento de ser atendida en una cita médica. Asteria no fue atendida debido a que existía un error en el radicado de la orden médica y la información de los sistemas internos de la Entidad Prestadora de Salud (“EPS”). Luego de eso, la señora fue atendida.

El 22 de marzo de 2018 se elevó solicitud al Ministerio de Salud en favor del joven Juan Camilo Reyes Zúñiga. La misma apuntaba al tratamiento especial que el joven ha necesitado debido a la anemia de células falciformes que padece. Esta solicitud consistía en la posibilidad del trámite prioritario de diversos tratamientos médicos en su favor. Sobre el mismo beneficiario, entre los meses de junio y agosto de 2018 se elevaron consultas y solicitudes relativas a la posibilidad de iniciar un tratamiento especial en favor de Juan Camilo Reyes Zúñiga. Las mismas han sido contestadas en el sentido en el cual estas pueden ser iniciadas siempre y cuando se tenga concepto médico favorable y este sea tramitado dentro de la EPS a la cual Juan Camilo se encuentra afiliado. A la fecha, Juan Camilo ha estado adelantando tratamientos que no han sido implementados por medio de la medida prevista en el Acuerdo de Solución Amistosa.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	7. Respecto a Julio Miguel Zúñiga Villalba, hijo del señor Omar Zúñiga, el Estado se compromete a realizar gestiones encaminadas a ofrecer un tratamiento de rehabilitación […], a través de las entidades especializadas en el marco del Sistema General de Seguridad Social en Salud.

	Parcial 2018
	El 28 de septiembre de 2018, el Estado informó que se comenta que ha venido adelantando un gran esfuerzo por disponer los medios para garantizar el tratamiento en términos de idoneidad y oportunidad requeridos para su rehabilitación física y mental, en lo que atañe al consumo de Sustancias Psicoactivas [SPA]. En información compartida por Nueva EPS se indicó que el señor Julio Miguel Zúñiga Villalba, venía siendo atendido para el manejo del consumo de SPA hasta el mes de abril del presente año por las siguientes especialidades: Psiquiatría: 2 de abril del 2018; Psicología: 5, 10 y 20 de abril del 2018; Trabajo social 20 de abril de 2018. El paciente estuvo institucionalizado hasta el mes de mayo, momento en el que un familiar accedió a los procedimientos de salida voluntaria; lamentablemente, de cara a su rehabilitación, estando bajo la custodia de su familiar, el Sr. Zúñiga Villalba escapó. En la actualidad se encuentra de nuevo habitando en la calle y su paradero es desconocido por lo que el Estado continúa a la espera de su voluntad de retomar el tratamiento. 

El 26 de noviembre de 2018, los peticionarios presentaron información en el mismo sentido de lo indicado por el Estado y solicitaron a la CIDH continuar con la supervisión de este extremo del acuerdo en caso de que el beneficiario desee retomar el tratamiento en el futuro. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	CUARTA.- Reparación Pecuniaria

El Estado se compromete a dar aplicación a la Ley 288 de 1996 una vez se homologue el presente acuerdo de solución amistosa mediante la expedición del informe de artículo 49 de la CADH, con el propósito de reparar los perjuicios inmateriales y materiales que llegaran a probarse a favor de los familiares directos de Omar Zúñiga Vásquez y Amira Vásquez de Zúñiga que no han sido indemnizados a través de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Esta medida estará a cargo del Ministerio de Defensa Nacional,

Las partes le solicitan a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos la homologación del presente acuerdo y su seguimiento.
	Parcial
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 30 de mayo de 2017, los peticionarios informaron que el 16 de enero de 2017, sostuvieron una reunión bilateral, en la cual la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores, se comprometió a dar trámite a la convocatoria del Comité de Ministros y expedición de resoluciones pertinentes para avanzar en la ejecución de la medida de compensación económica; a nombrar un responsable a efectos de garantizar seguimiento al informe; y a convocar a una reunión con representantes de víctimas a efectos de dar seguimiento a los acuerdos alcanzados.

Los peticionarios indicaron que el 7 de marzo de 2017 remitieron un oficio a la Dirección de Derechos Humanos y DIH del Ministerio de Relaciones Exteriores, solicitando información sobre la resolución del Comité de Ministros; la cual fue contestada el 26 de mayo del mismo año, señalando que el Comité de Ministros el 10 de febrero de 2017, revisó los mencionados casos y dio concepto favorable para indemnizar a las víctimas de acuerdo con el trámite establecido en la Ley 288/96. Finalmente, señalaron que, el término establecido en la Ley 288 de 1996 se encuentra claramente vencido, y expresaron ya que a pesar de existir un acuerdo de solución amistosa, el Estado Colombiano no ha dado un trámite oportuno a los compromisos, lo que deriva en pérdida de credibilidad de las víctimas en el mecanismo y voluntad de cumplimiento.

El Estado de Colombia por su parte indicó que, en relación a las medidas pecuniarias, el Consejo de Ministros ya dio el visto favorable, lo cual se hizo constar en la Resolución No. 4872 del 27 de junio de 2017, para el pago de la indemnización. 

El 26 de noviembre de 2018, los peticionarios indicaron que con posterioridad a la emisión de la resolución 4872 del 2017 del Consejo de Ministros, el 6 de diciembre de 2017 se presentó ante la Procuraduría General de la Nación memorial para el inicio del trámite indemnizatorio por medio de conciliación prejudicial. En los días 5 de marzo, 23 de mayo y 7 de junio de 2018 se realizaron audiencias ante la Procuraduría 127 Judicial II para asuntos administrativos, funcionaria a quien le correspondió el reparto para el desarrollo del proceso. En estas audiencias no se lograron concretar los conceptos ni los montos por los cuales las víctimas serían indemnizadas. En virtud de esos desacuerdos, hubo acercamientos entre el Ministerio de Defensa y los representantes de víctimas para concurrir a una reunión con el objeto de concertar los conceptos y montos de la indemnización. No obstante, el Ministerio de Defensa no dio respuesta concreta sobre el momento en el cual se llevaría a cabo dicha reunión. Debido a eso, el 9 y 18 de abril se presentaron derechos de petición al Ministerio de Defensa solicitando establecer la fecha y hora en la cual se llevaría a cabo la reunión. Ninguna de las solicitudes fue respondida, por lo que el 14 junio de 2018 se presentó acción de tutela en contra del Ministerio de Defensa. Solo hasta este momento, el ministerio dio respuesta a la solicitud, programándose para el 26 de julio. Debido a eso, el juez de instancia que conoció de la acción declaró la carencia del objeto en ese procedimiento.

Luego de esto, se dieron reuniones el 31 de julio, el 13 de agosto y el 10 de septiembre de 2018. Además, se desarrollaron audiencias ante la procuraduría 127 Judicial II para Asuntos Administrativos el 31 de julio y el 1 de octubre de 2018. En esta última las partes alcanzaron un acuerdo sobre las indemnizaciones. El acuerdo fue radicado ante el Tribunal el 1 de octubre de 2018. A la fecha los peticionarios continúan a la espera de su aprobación. Los peticionarios indicaron que pese al avance del proceso previsto bajo la ley 288/96, este ha sido demorado en razón de los obstáculos interpuestos por diferentes entidades, desde la misma emisión de la resolución por parte del Consejo de Ministros. Esto a pesar de que este es un procedimiento concertado y no contencioso.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
5. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas de las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. Ambas partes presentaron información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  

6. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
7. La Comisión observa que  han existido avances en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en el último año. La Comisión observa que el Estado aportó documentación a través de la cual se pudo corroborar el cumplimiento parcial de la cláusula segunda; los numerales 3, 5, 6 y 7 de la cláusula tercera, y la cláusula cuarta del acuerdo. La Comisión no observó avances en el cumplimiento del numeral 4 de la cláusula tercera del acuerdo. 

8. Al mismo tiempo, la Comisión toma nota del obstáculo identificado por las partes para la definición de la lista de beneficiarios de la medida establecida en el numeral 4 de la cláusula tercera del acuerdo, e insta a las partes a remitir la lista elaborada conjuntamente a la brevedad a efectos de determinar la viabilidad de modificar el Informe  de Homologación de manera que se incluya taxativamente a los beneficiarios y que se pueda avanzar con la implementación de dicha medida.

9. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información actualizada sobre la cláusula segunda; los numerales 3, 4. 5, 6 y 7 de la cláusula tercera,  la cláusula cuarta del acuerdo, hasta su cumplimiento total. 
VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado entregó los restos mortales de la víctima;

· El Estado realizó el acto de reconocimiento de responsabilidad;

· El Estado está brindando la medida educativa a los beneficiarios; 

· El Estado está brindando la medida de cobertura en salud a través de la EPS a los beneficiarios; 
· El Estado está brindando a los beneficiarios el servicio de atención psicosocial a través del PAPSIVI.

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 68/16
CASO 11.007
MASACRE DE TRUJILLO
(Colombia)
I. RESUMEN DEL CASO 

	Víctima (s): masacre de Trujillo 

Peticionario (s): Comisión Intereclesial de Justicia y Paz; Corporación Colectivo de Abogados Jose Alvear Restrepo

Estado: Colombia

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 68/16, publicado el 30 de noviembre de 2016

Relatoría vinculada: Unidad de Memoria, Verdad y Justicia

Temas: Masacre/ Investigación 

Hechos: El caso se refiere a la responsabilidad de la República de Colombia por los hechos violentos ocurridos en el municipio de Trujillo y territorios aledaños, Departamento del Valle del Cauca, entre 1988 y 1990. Los peticionarios denunciaron una pluralidad de conductas que incluyeron ejecuciones extrajudiciales, torturas, desapariciones forzadas y otras graves violaciones de los derechos humanos, a través de “una cadena de acciones criminales de amplio alcance, en la cual participaron miembros de la fuerza pública con poder de mando, en alianza estrecha con traficantes de droga y cuerpos armados civiles a su servicio”. Según lo alegado por los peticionarios, las instancias estatales resultaron ineficaces frente a los hechos ocurridos y los perpetradores de los hechos fueron cubiertos por un manto de impunidad, al emitirse una sentencia absolutoria a su favor en septiembre de 1991. En la petición original, los peticionarios alegaron de manera general y sin dar detalles, que el marco fáctico denunciado comprendía ejecuciones extrajudiciales, torturas, desapariciones forzadas y otras graves violaciones que habrían sucedido en el municipio de Trujillo, departamento del Valle del Cauca, o en territorios aledaños, entre 1988 y 1990. Alegaron que se habría configurado una “cadena de acciones criminales de amplio alcance, en la cual participaron miembros de la Fuerza Pública con poder de mando, en alianza estrecha con traficantes de droga y con cuerpos armados de civiles a su servicio”. Los peticionarios denunciaron que las instancias internas de administración de justicia habrían sido totalmente ineficaces, por lo que una “asombrosa impunidad” habría rodeado los hechos del caso, lo cual indicaba la existencia de “síntomas de profunda corrupción al más alto nivel”. En particular, los peticionarios indicaron de manera

general y sin indicar fechas, que el Juzgado III de Orden Público que se avocó la investigación de los hechos del caso, emitió una sentencia absolutoria a favor de quienes fueron vinculados al proceso, y que dicha decisión habría sido confirmada en apelación por el Tribunal Superior de Orden Público en septiembre de 1991.

Derechos alegados: Los peticionarios alegaron que el Estado es responsable por la violación de los artículos 4 (derecho a la vida), 5 (integridad personal), 7 (libertad personal), 8 (garantías judiciales), 11 (protección a la honra y dignidad), 16 (libertad de asociación) y 25 (protección judicial) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante ”la Convención Americana”), todos ellos en concordancia con la obligación general de respetar y garantizar los derechos, prevista en el artículo 1(1) del mismo instrumento.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes, los días 25 de julio y 7 de septiembre de 2018. 

2. El Estado proporcionó información el 5 de septiembre de 2018, la que fue trasladada para observaciones de los peticionarios y quienes presentaron observaciones con posterioridad. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO.- Reconocimiento de víctimas
El Estado reconoce como víctimas del Caso 11.007 Masacre de Trujillo, tramitado ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, a las víctimas que se acrediten como tal en la investigación No. 040 que adelanta por los hechos del caso el Despacho 17 de la Dirección de Fiscalía Nacional Especializada de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario. Hasta la fecha dentro la investigación penal se han acreditado las siguientes víctimas  […]
. En caso que la Investigación No. 040 que adelanta por los hechos del caso, el Despacho 17 de la Dirección de Fiscalía Nacional Especializada de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, reconozca nuevas víctimas, estas serán beneficiarias de las acciones descritas en los numerales 1 y 2 de la cláusula cuarta del presente acuerdo.
	Declarativa

	SEGUNDA.-  Medidas relacionadas con la satisfacción del derecho a la justicia. 

Las partes reconocen los avances que han existido en materia de justicia en el presente caso, así como la persistencia de algunas dificultades. En razón de ello, con el fin de continuar con la obligación de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de los hechos y búsqueda e identificación de los desaparecidos, así como la entrega digna de los cuerpos a sus familiares; la Fiscalía General de la Nación, conformará un Grupo de Trabajo integrado por el Fiscal 17 Especializado adscrito a la Dirección de Fiscalía Nacional Especializada de Derechos Humanos y DIH, un fiscal local, dos investigadores y un analista, con el fin de que adelanten con criterio de priorización las actividades investigativas dentro del radicado No. 040 que cursa por la Masacre de Trujillo.
	Parcial sustancial 2018
	Según lo indicado en el Informe de Homologación de este acuerdo, los peticionarios indicaron que luego de que la investigación fuera asignada a la Fiscalía  de la Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario de Bogotá, se reportaron algunos avances significativos, entre los cuales se contaba la interposición de un recurso de revisión por parte de la Fiscalía, contra decisiones absolutorias del 4 de enero de 1991 del Juzgado 3º de Orden Publico de Bogotá, y de la decisión del 20 de septiembre de 1994, del Tribunal Superior del Orden Público, a favor de Henry Loaiza Ceballos, Diego Montoya Sánchez, Alirio Urueña Jaramillo y Diego Rodriguez Vasquez, lo que consideran que “permitió su posterior investigación; así como la judicialización y condena de varios responsables”.

Según lo informado por los peticionarios, el 16 de diciembre de 2009, el Juez Tercero Penal del Circuito de Buga profirió sentencia condenatoria a 30 años de prisión y la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por 10 años, en contra de Henry Loaiza Ceballos, alias “el Alacrán” por el homicidio de Daniel Arcila Cardona y Mauricio Castañeda, sin beneficio de suspensión condicional de la ejecución de la pena, prisión domiciliaria, ni libertad condicional. Adicionalmente, el 2 de enero de 2012, la Fiscalía 17 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, habría calificado el mérito del sumario de Henry Loaiza por los delitos de concierto para delinquir agravado, homicidio agravado, desaparición forzada y privación ilegal de la libertad respecto de 41 víctimas. Posteriormente, el 22 de marzo de 2013, el Juzgado 3º Penal Especializado del Circuito de Buga habría proferido dos sentencias contra Loaiza. La primera se refería a una condena a 20 años de prisión, multa de 8.333 Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (S.M.L.M.V.) e interdicción en el  ejercicio de funciones públicas por 10 años, por el secuestro agravado de 22 personas, homicidio agravado de 42 personas, una desaparición forzada y 2 tentativas de homicidio. La segunda condena impuso una pena de 30 años de prisión, por el homicidio agravado contra Ordonel Ospina Vélez, Alberto Mejía y Jairo Antonio Ortiz Sánchez, y además a pagar la suma de 1.000 S.M.L.MV., a favor de familiares de algunas víctimas.  Finalmente, la decisión impuso una interdicción en el ejercicio de los derechos y funciones públicas durante 10 años.

Por otro lado, el 7 de octubre de 2010, el Juzgado 4º del Circuito de Bogotá, profirió una sentencia en contra de Alirio Urueña Jaramillo, quien era mayor del ejército al momento de los hechos, y lo encontró penalmente responsable del delito de homicidio agravado contra los hermanos Rubiel Ider, José Alben y José Dornel Cano Valencia, y contra el señor Ricardo Burbano, y se le condenó a 44 años de prisión, la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo lapso, y la condena al pago de daños materiales y morales en un monto de 20,000 gramos oro. Asimismo, dentro del marco del proceso disciplinario en contra de Alirio Urueña Jaramillo por los hechos ocurridos en Trujillo, el Procurador General de la Nación emitió la Resolución No. 35 de 1995 a través de la cual resolvió sancionar con destitución al agente, en su calidad de oficial del Ejército Nacional, adscrito al Batallón de Artillería No. 3 Batalla de Palace, con sede en Buga, Valle del Cauca, por su conducto oficial durante los meses de marzo y abril de 1990 en el municipio de Trujillo. El Estado informó el 13 de abril de 2007, que contra dicha resolución, el investigado interpuso un recurso de reposición, que fue decidido el 28 de mayo de 1996 por la misma autoridad, considerando que la via gubernativa se encontraba agotada por lo cual no correspondía pronunciarse sobre el recurso interpuesto. El Estado agregó que la destitución del Mayor del Ejército Nacional Alirio Antonio Urueña se hizo efectiva mediante Resolución No. 09183 de octubre 3 de 1995.

En relación a la cláusula segunda del acuerdo de solución amistosa por medio de la cual se establece el compromiso de crear un “Grupo de Trabajo integrado por el Fiscal 17 Especializado adscrito a la Dirección de Fiscalía Nacional Especializada de Derechos Humanos y DIH, un fiscal local, dos investigadores y un analista, con el fin de que adelanten con criterio de priorización las actividades investigativas dentro del radicado No. 040 que cursa por la Masacre de Trujillo”; la CIDH toma nota de la información suministrada por el Estado en su comunicación de 7 de julio de 2016, en la cual informa de la creación de dicho Grupo de Trabajo a través de Resolución No. 01991 de 21 de noviembre de 2014 de la Fiscalía general de la Nación. Dicho grupo está integrado por un (1) fiscal de apoyo, dos (2) investigadores y un (1) analista. Según lo informado por el Estado, el Grupo de Trabajo ha avanzado en la elaboración de un listado de las personas reportadas como desaparecidas dentro de la investigación, luego de lo cual se ordenó realizar una jornada de toma de muestras de sangre a las víctimas y/o sus familiares, y se realizaron entrevistas a las mismas en el municipio de Trujillo. Para dichas actividades se habría contado con el apoyo del Departamento de Criminalísticas del C.T.I (Cuerpo Técnico de Investigación). Adicionalmente, el Estado informó que se han realizado recorridos en los municipios ribereños del Rio Cauca, desde Tuluá en el Departamento del Valle del Cauca, hasta el municipio de Marsella, en el Departamento de Risaralda, a efectos de levantar un listado de N.N. inhumados en la zona entre marzo y abril de 1990. Asimismo, la investigación estaría coordinando con otra investigación del grupo de Exhumaciones de Justicia Transicional, a efectos de ampliar la búsqueda de personas reportadas como desaparecidas. 

Al respecto, los peticionarios indicaron que si bien valoran positivamente los avances en materia de justicia y la designación del fiscal de apoyo al caso y de los dos investigadores del CTI, solo un investigador ha asumido funciones y aun no se ha realizado la asignación del analista correspondiente, por lo cual consideraron que persisten dificultades en materia de justicia. Los peticionarios también indicaron, de manera general y sin especificar fecha, que Henry Loaiza alias “El Alacrán” remitió una carta, por intermedio de su abogado, a las víctimas del presente caso en la que pidió “perdón público y extensivo a los familiares de las víctimas, de los hechos ocurridos en ese municipio, de la denominada masacre de Trujillo”.  Frente a lo anterior, los peticionarios indicaron que la AFAVIT emitió un comunicado público, en el cual indicaron “en este contexto de los Acuerdos de paz, donde adherimos al SI a la paz, en una actitud de reconciliación con justicia social, acogemos la solicitud de perdón de Henry Loaiza, como una forma a restituir su dignidad humana, oportunidad de cambio y crecimiento de vida, y para el pueblo en general, que fue víctima, a la aplicación de una verdadera justicia”. Al mismo tiempo, la AFAVIT exigió a Loaiza la ampliación de su declaración para la ubicación de los desaparecidos y su aporte a la reparación a través del pago de las indemnizaciones establecidas como parte de su condena dentro del marco de la investigación No. 040. 

En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que el 29 de septiembre de 2017, los peticionarios indicaron que existe un retraso injustificado en los procesos penales encaminados a juzgar y sancionar a los responsables, toda vez que las audiencias han sido suspendidas. Con respecto a los procesos en etapa de juzgamiento, resaltaron que se ha avanzado en el proceso judicial contra Diego Montoya y Alirio Urueña, que, en marzo de 2016, fue confirmada y ejecutoriada la sentencia en contra del señor José Fernando Berrio, quien fue condenado a 28 años de prisión por su participación en los hechos de la Masacre, y finalmente, el proceso en contra del paramilitar Rigoberto Tabares Henao se encuentra desde hace 2 años en el despacho para fallo, sin que exista pronunciamiento alguno. 

El 17 de octubre de 2017, el Estado indicó que en cuanto a las medidas relacionadas con la satisfacción del derecho a la justicia, la investigación del caso es adelantada por la Fiscalía General de la Nación, la cual el 29 de junio de 2017, destacó que luego de la convocatoria a juicio de las cabezas visibles de la organización criminal, la investigación se priorizó en la vinculación de particulares y demás integrantes de la Fuerza Pública, respecto de los cuales elementos de juicio dan cuenta de su responsabilidad. Sobre la búsqueda e identificación de desaparecidos señaló que el Grupo de Trabajo establecido en la cláusula segunda del acuerdo de solución amistosa, inició desde el mes de marzo de 2016, el desplazamiento por los municipios ribereños del rio Cauca, con el fin de ubicar cuerpos inhumados sin identificar entre los años de 1989 a 1994; así en distintos municipios se desarrollaron diligencias como resultado del escaneo de 2,539 documentos, correspondientes a las necropsias y defunciones de cuerpos no identificados de los corregimientos y veredas de municipio de Tuluá y Trujillo, y al escaneo de 3,463 documentos correspondientes a las actas de levantamiento a cadáver, necropsias, defunciones de cuerpos no identificados y libros radiadores de Fiscalías de los corregimientos y veredas de municipios ribereños al rio Cauca.

El 4 de julio de 2018, los peticionarios presentaron información referente a la medida cautelar, en dicha comunicación indicaron vagamente que AFIVIT ha logrado la búsqueda de los desaparecidos, con la prueba de ADN de los familiares y se han iniciado las exhumaciones de parte de la Fiscalía y el CTI en el cementerio de Marsella Risaralda.

El 26 de septiembre de 2018, el Estado remitió un escrito detallando las siguientes actuaciones durante el 2018 para el cumplimiento de la medida: El 16 de enero de 2018, se continuó con la audiencia pública causa 2014-0069 que se adelanta en el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Buga, Valle, contra Diego Montoya y Diego Rodríguez. El 18 de enero de 2018, en aras de continuar con las labores tendientes a la búsqueda y ubicación de desaparecidos, se solicitó el cruce de información de las muestras (sangre) genéticas tomadas a los familiares de las víctimas en el mes de julio de 2017 y el SIRDEC (Sistema de Información Red de Desaparecidos Cadáveres). El 18 enero 2018, se realizó reunión en la Dirección de Fiscalías Seccional Risaralda, presidida por el Director Regional, el señor Fiscal 220 de Justicia Transicional, la Coordinación Criminalística Seccional Risaralda, la Coordinación Laboratorio de Identificación, la Coordinación de Atención a Víctimas y Usuarios y el despacho fiscal de conocimiento, a fin de dar inicio al plan de intervención el cementerio ubicado en el municipio de Marsella (Risaralda). El 30 enero 2018, se ordenó la ubicación de titulares depósitos judiciales pertinentes. El 21 de febrero de 2018, se practicó inspección judicial al Archivo Central del Complejo Carcelario, Penitenciario y Metropolitano de Bogotá. El 22 de febrero de 2018, se continuó la audiencia pública causa 2014-00080 que adelanta el Juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Buga, Valle, contra el teniente coronel retirado Alirio Urueña Jaramillo. El 5 de marzo de 2018, se ordenó análisis molecular de ADN y cotejo a los restos óseos encontrados en la vereda El Contento y El Muñeco jurisdicción de Trujillo (Valle), con las muestras que reposan en el sistema CODIS de los familiares de las víctimas. El 23 de marzo de 2018, se rindió la declaración de José Manuel Prada. El 2 de abril de 2018, se ordenó adelantar diligencia de inspección judicial al Grupo de Gestión Documental del INPEC. El 20 de abril de 2018, se ordenó por la toma de muestras de sangre a los familiares de los desaparecidos que no reposan en el sistema CODIS (Sistema de Índice Combinado de ADN) en el municipio Trujillo (Valle). El 20 de abril de 2018, culminó juicio en el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializados de Buga, adelantado contra los señores Diego Montoya y Diego Rodríguez. El 15 de mayo de 2018, se ordenó al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses Seccional Bolívar, para la toma de muestras a los familiares del desaparecido Oscar Pulido Rozo. El 16 y 18 de mayo de 2018, se adelantaron las jornadas de toma de muestras de sangre y entrevistas a los familiares de los desaparecidos de los sucesos violentos acaecidos en Trujillo. El 17 de mayo de 2018, se realizó declaración de la señora Nilsa Giraldo Rendón. El 21 y 23 de mayo de 2018, se realizó acompañamiento a las víctimas durante las exhumaciones realizadas en el cementerio Marsella (Risaralda). El 30 de mayo de 2018, se comisionó al Laboratorio de Genética del Cuerpo Técnico de Investigación Nivel Central para toma de muestras de sangre en tarjeta FTA al señor Manuel Arias Prada. El 31 de mayo de 2018, se ordenó ubicación, identificación y elaboración de acta de supervivencia a la señora Rubiela Buitrago Orozco, reportada como desaparecida el 28 de mayo de 1992 en el municipio de Trujillo (Valle). El 6 de junio de 2018, se ordenó que se enviaran las muestras biológicas tomadas a los familiares del desaparecido Oscar Pulido Rozo en Medicina Legal y CF Seccional Bolívar a la Seccional Bogotá. El 18 de junio de 2018, se profirió resolución mediante la cual se resuelve situación jurídica del mayor retirado Fabio Guillermo Guzmán Cuervo y coronel retirado Roberto Pabón Castillo, de la Policía Nacional”.

Al respecto, la parte peticionaria observó que aún persisten las dificultades para interrogar al señor Montoya debido a su aprehensión en Estados Unidos. De igual forma, él no fue incluido en el proceso penal por las desapariciones de Daniel Arcila y Mauricio Castañeda. Por otro lado, dentro del proceso en contra de Alirio Urueña, se tiene programada audiencia para presentación de alegatos finales el 3 de diciembre de 2018. En relación a la búsqueda de personas desaparecidas, las exhumaciones de restos mortales en los municipios de Sevilla y Marsella fueron realizadas en junio pasado. En este trámite se tomaron muestras de ADN a cerca de 30 familiares de personas desaparecidas. A la fecha, los exámenes forenses y de cotejo de ADN están siendo realizados por el Instituto Nacional de Medicina Legal. Finalmente, dentro del marco del proceso penal, se designó una fiscal de apoyo para el desarrollo del proceso. Dentro de las labores investigativas que ha realizado, incluyó en la investigación a integrantes de la fuerza pública que para la época hacían parte activa del Batallón de Ingenieros No. 3 'Coronel Agustín Codazzi' y el Batallón de Infantería No. 23 'Vencedores'; y que no habían sido incluidos sino hasta este año gracias a declaraciones de miembros del Batallón de Artillería No. 3 'Batalla de Palacé'.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial sustancial y así lo declara.

	TERCERA.- Medidas relacionadas con el derecho a la verdad  y la reconstrucción de la memoria. 

El Estado se compromete a realizar las siguientes medidas conmemorativas:

	1.
Un Acto de conmemoración encabezado por un alto funcionario del Estado, con participación de autoridades públicas, los familiares de las víctimas y sus representantes en el Municipio de Trujillo-Valle en el mes de abril del año 2016. Esta medida estará a cargo de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas.
	Total


	2. Un documental audiovisual sobre los esfuerzos realizados por los familiares de las víctimas en la búsqueda de verdad y justicia a lo largo de los años. Adicionalmente, este documental deberá reivindicar la memoria de las víctimas y de sus familiares. El documental tendrá una duración de 45 minutos y su realización comprende la producción, presentación y proyección en un canal público nacional. Esta medida estará a cargo de la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos.
	Total 2018
	El 26 de septiembre de 2018, el Estado informó que la implementación de esta medida fue concertada entre la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos –en representación del Estado colombiano- y los representantes de los peticionarios, quienes acordaron el contenido del documental, así como las fechas y lugares de los actos de lanzamiento y horarios de emisión, a través de la señal pública de televisión. El Estado indicó que el documental “Voces de Trujillo, Un Retorno a la Vida”, se presentó el 16 de marzo de 2018 a partir de las 10:30 a.m. en las instalaciones del Teatro Municipal de Trujillo, Valle del Cauca, y el 24 de abril de 2018, en el Centro de Memoria, Paz y Reconciliación de la ciudad de Bogotá. Los actos públicos fueron presididos por la Dra. Paula Gaviria, Consejera Presidencial para los Derechos Humanos y contaron con la participación de las víctimas y sus familiares, AFAVIT, CCAJAR, así como autoridades del nivel municipal, departamental y nacional.

Adicionalmente, el documental audiovisual fue emitido en el Canal Institucional, canal público en Colombia, los días 29 de diciembre de 2017 y 29 de abril de 2018.Las fechas, horas y orden del día de los Actos Públicos fueron previamente concertadas entre las partes. De igual manera, se convinieron las fechas de emisión del documental en el canal

Institucional. La Consejería Presidencial para los Derechos Humanos, hizo entrega al CCAJAR y a AFAVIT de 400 copias físicas en DVD del Documental “Voces de Trujillo, Un Retorno a la Vida”. Las copias del documental fueron entregadas a las víctimas y asistentes a los actos públicos”.

Al respecto, los peticionarios observaron que efectivamente se dio cumplimiento total a la medida. 

La Comisión verificó que el documental Voces de Trujillo se encunetra disponible en el enlace: https://www.youtube.com/watch?v=3gFIBLCL0Uw

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	3. Otorgar un apoyo económico por sesenta y cinco millones de pesos ($65.000.000) a la Asociación Familiares Víctimas de Trujillo (AFAVIT) para que sea invertido en el desarrollo de una agenda cultural que aporte al mejoramiento del parque Monumento de Trujillo Valle del Cauca, como medida de reparación simbólica que reivindique y dignifique la memoria de las víctimas y sus familiares. Esta medida estará a cargo del Ministerio de Cultura, entidad que realizará seguimiento a la inversión de los recursos. Adicionalmente el Ministerio de Cultura se compromete a gestionar con la Secretaría de Cultura de la Gobernación del Valle del Cauca, un monto por veinticinco millones de pesos ($25.000.000) para apoyar a AFAVIT en actividades de memoria.

Estas medidas tendrán en cuenta a los familiares de las víctimas que fallecieron por pena moral y su implementación será concertada con los familiares de las víctimas y sus representantes.
	Total 2018
	En su Informe Anual, la Comisión dio cuenta de que los peticionarios indicaron que se han desembolsado veinticinco millones de pesos ($25’000.00) en cumplimiento del acuerdo, monto que se ha destinado a la realización de talleres culturales con el grupo infantil “Jimmy García Peña”, el grupo juvenil y el grupo de matriarcas de Trujillo. Los peticionarios anunciaron que continúan a la espera del desembolso de sesenta y cinco millones de pesos ($65’000.000) antes de la finalización de 2016.

El 10 de abril de 2017, el Estado informó en relación al punto 3 de la cláusula 3, que el Ministerio de Cultura realizó las gestiones administrativas correspondientes para incorporar los recursos asignados por el Ministerio de Hacienda mediante Resolución 3257 de 2016, por el mondo de sesenta y cinco millones de pesos ($65.000.000), a partir de ese proceso y una vez incorporados los respectivos recursos, tanto el Ministerio en referencia como la Dirección de Poblaciones de esa entidad suscribió el Convenio de Asociación No. 2690/16 del 2016 con AFAVIT, con el propósito de aunar esfuerzos técnicos, financieros y humanos para el desarrollo de una agenda cultural que aporte al mejoramiento del parque Monumento de Trujillo, Valle del Cauca, como medida de reparación simbólica que reivindique y dignifique la memoria de las víctimas y sus familiares. El Estado indicó que se realizaron diversas actividades para la consolidación de la agenda cultural para el mejoramiento del parque, en la cual se incluyó el apoyo de actividades comunitarias de memoria del conflicto y construcción de paz con sociedad civil; igualmente se llevaron a cabo talleres comunitarios de diseño, conceptualización, entre otros, dándole protagonismo a la memoria de las comunidades; y por último, en lo referente al monto de los veinticinco millones de pesos M/CTE ($25.000.000), el Estado señaló que dicho monto fue debidamente desembolsado y destinado a la realización de los talleres culturales con el grupo infantil “Jimmy García Peña”, el grupo juvenil y el grupo de matriarcas de Trujillo. Por lo anterior, el Estado solicitó a la Comisión, se declarase el cumplimiento del numeral 3 de la cláusula tercera.  

Al respecto, en el 2018 los peticionarios indicaron que la medida ha sido recibida a satisfacción por parte de AFAVIT por tanto, también debe declararse cumplida.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	CUARTA.- Medidas encaminadas a la realización del derecho de las víctimas a una reparación integral. 

1. Reparación pecuniaria: El Estado se compromete a indemnizar mediante el procedimiento establecido en la Ley 288 de 1996, los perjuicios inmateriales y materiales a que haya lugar a favor de los familiares directos de las víctimas que se reconozcan en la investigación No. 040 que cursa por los hechos en la Fiscalía 17 Especializada de la Dirección de DDHH y DIH, que aún no han sido indemnizados por la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Esta medida se hará efectiva una vez se homologue el presente acuerdo de solución amistosa mediante la expedición del informe de artículo 49 de la CADH y estará a cargo del Ministerio de Defensa Nacional.

El pago de la indemnización se realizará en un plazo máximo de diez (10) meses contados a partir de la sentencia o auto aprobatorio de la conciliación. 
	Parcial 
	En su Informe de Homologación la Comisión observó que la gran mayoría de las víctimas ha sido indemnizada; que serían pocos los familiares que aún no han accionado los mecanismos correspondientes; y que se han pagado entre ochocientos noventa y nueve millones novecientos cuarenta y ocho mil dos pesos ($899’948.002) y mil ciento setenta y nueve mil millones novecientos cincuenta y siete mil trescientos ochenta y tres pesos ($1.179’957.383). 

El 4 de julio de 2018, los peticionarios indicaron que la AFAVIT ha logrado realizar las negociaciones con el Estado para el pago de la reparación moral, psicosocial y económica para las 42 familias de la AFAVIT.

El 26 de septiembre de 2018, el Estado informó que el Ministerio de Relaciones Exteriores, en calidad de Secretaría Técnica del Comité de Ministros dispuesto en la Ley 288 de 1996, tramitó la expedición del acto administrativo, mediante el cual se emitió concepto favorable para llevar a cabo el proceso indemnizatorio derivado del cumplimiento de esta cláusula. Como resultado de la actuación supra, el Comité de Ministros expidió la Resolución 4871 de 27 de junio de 2017, en cumplimiento de la cual, el Ministerio de Defensa Nacional y los representantes de los peticionarios emprendieron a partir de mayo de 2018, las diligencias de conciliación prejudicial previstas en la indicada ley, como requisito previo para que el Tribunal Administrativo competente constituya el título judicial para el pago, a través de un auto aprobatorio de la conciliación alcanzada.

Al respecto, los peticionarios observaron que el 5 de marzo, el 23 de mayo y el 7 de junio de 2018 se realizaron audiencias ante la Procuraduría 127 Judicial II para asuntos administrativos, funcionaria a quien le correspondió el reparto para el desarrollo del proceso. En estas audiencias no se lograron concretar los conceptos, ni los montos por los cuales las víctimas serían indemnizadas. En virtud de esos desacuerdos, hubo acercamientos entre el Ministerio de Defensa y los representantes de víctimas para concertar los conceptos y montos de la indemnización. No obstante, el Ministerio de Defensa no dio respuesta concreta sobre el momento en el cual se llevaría a cabo dicha reunión. Debido a eso, el 9 y 18 de abril se presentaron derechos de petición al Ministerio de Defensa solicitando dicha concreción. Ninguna de las solicitudes fue respondida, por lo que el 14 junio de 2018 se presentó acción de tutela en contra del Ministerio de Defensa. Solo hasta este momento, el Ministerio dio respuesta a la solicitud, programándose para el 26 de julio una primera reunión. Debido a eso, el juez de instancia que conoció de la acción declaró la carencia del objeto en ese procedimiento. Luego de esto, se dieron reuniones el 31 de julio, el 13 de agosto y el 10 de septiembre de 2018. Además, se desarrollaron audiencias ante la procuraduría 127 Judicial II para Asuntos Administrativos el 20 de junio, el 31 de julio y el 28 de agosto de 2018. Finalmente, en el marco de la audiencia del 20 de septiembre de 2018, las partes alcanzaron un acuerdo sobre las indemnizaciones.

Ahora bien, según lo establecido en los artículos 7 y 8 de la Ley 288 de 1996, el acuerdo alcanzado debe ser convalidado por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca. Por eso, el acuerdo fue radicado ante el Tribunal el 20 de septiembre de 2018. A la fecha, se está a la espera de la convalidación. Los peticionarios resaltaron que el proceso ha sido demorado a partir de los obstáculos que el Ministerio de Defensa ha interpuesto, a pesar de que este procedimiento no es contencioso, sino consensuado.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el nivel de cumplimiento continúa siendo parcial. 

	2. El Estado se compromete a realizar un acompañamiento a las víctimas del presente caso, con el fin de que logren acceso a los planes, programas y proyectos en materia de asistencia y reparación que ofrece el Estado colombiano, mediante el modelo de atención, asistencia y reparación integral implementado por la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. Se incluirá en el Registro Único de Víctimas a los familiares directos de las víctimas reconocidas en el marco de la solución amistosa.

Parágrafo: En la eventualidad de que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas deje de existir, esta medida será cubierta por la entidad que asuma sus funciones.
	Pendiente
	En su Informe de Homologación la Comisión observó que el Estado informó que se solicitó a los peticionarios la identificación de los familiares de las víctimas que participarían en la jornada de orientación para víctimas del caso en el Municipio de Trujillo que se llevará cabo próximamente, de manera que se pueda identificar a dichos familiares y establecer si se encuentran en el Registro Único de Víctimas RUV, así como las circunstancias en las que se encuentran sus procesos de reparación individual. En la actualidad, la Unidad para Víctimas se encontraría cotejando con su base de datos para conocer la situación de cada víctima e incluyendo en el RUV a las personas que no se encuentren registradas como tales. Los peticionarios, por su parte, indicaron que no se han incluido a todas las víctimas en el Registro Único de Víctimas (URAIV) y que habían remitido a la UARIV 53 proyectos productivos para las víctimas. Asimismo, señalaron que dicha entidad habría rechazado las solicitudes alegando una falta de competencia para su tramitación, al ser el Ministerio de Trabajo o de Agricultura las entidades a cargo de los programas propuestos. 

Los peticionarios consideraron que dicha respuesta por parte de la UARIV es restrictiva del contenido del punto 2 de la cláusula cuarta del acuerdo de solución amistosa. 

El 26 de septiembre de 2018, el Estado informó que El Ministerio de Relaciones Exteriores remitió, con la Nota S-GSORO-18-024170 de 6 de junio de 2018, una solicitud a los peticionarios de diligenciar el formato requerido por la Unidad para la Atención y Reparación a las Víctimas para proceder a la inclusión de las víctimas en el Registro Único de Víctimas – RUV. Esta solicitud fue reiterada en razón a que los formatos remitidos por los peticionarios en el mes de marzo de 2018 presentaban unas inconsistencias en su diligenciamiento. Es importante señalar que, por petición de los representantes, en el mes de diciembre de 2017, se efectuó un taller en el municipio de Trujillo destinado a los potenciales beneficiarios, en el diligenciamiento del formato requerido por la entidad implementadora de la medida. El Estado colombiano se encuentra a la espera de que los representantes remitan los formatos diligenciados para avanzar así en el cumplimiento de esta cláusula, en los términos acordados.

Al respecto, los peticionarios confirmaron la información proporcionada por el Estado e indicaron que por medio de comunicación del 13 de marzo de 2018, se remitieron formularios en formato Excel a la UARIV por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores, los cuales fueron devueltos el 6 de junio del mismo año. La UARIV fundamentó la devolución en que se encontraban incluidos familiares que no son susceptibles de ser reconocidos como víctimas en el marco del artículo 3 de la ley 1448 de 2001, y en que la información diligenciada no se encontraba en el formato dispuesto por la UARIV para los fines. Atendidas las observaciones, los formularios fueron enviados nuevamente el 23 de octubre de 2018.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo continúa estando pendiente.

	3. Se realizarán las gestiones administrativas necesarias con el objeto de lograr la titulación de las viviendas construidas. Esta medida estará a cargo de la Alcaldía del municipio de Trujillo-Valle y se cumplirá en el término de seis meses a partir de la firma del presente acuerdo de solución amistosa. El seguimiento al cumplimiento de este compromiso estará a cargo de la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos.
	Total 2018
	En su Informe de Homologación la Comisión observó positivamente el mejoramiento de 105 viviendas y la construcción de 36 viviendas para los familiares de las víctimas durante la fase de negociación en cumplimiento de las recomendaciones de la CISVT. El detalle del proyecto de construcción de las 36 viviendas fue explicado por el Estado en su escrito de 16 de marzo de 2010, en el cual indicó que, a raíz de un convenio interadministrativo entre FONADE y el antiguo INURBE, se pudieron ejecutar los proyectos de vivienda con un trabajo de obra que duro aproximadamente 6 meses, y que dichas obras fueron entregadas el 18 de enero de 2010. Al respecto los peticionarios indicaron en su escrito de 12 de agosto de 2013, que si bien se había realizado la entrega material de los inmuebles, el Estado debía avanzar en la escrituración y registro de los mismos para una eventual entrega formal. Asimismo, el 21 de octubre de 2016, los peticionarios indicaron que a esa fecha no se contaba con una respuesta por parte de la Alcaldía de Trujillo para avanzar en el proceso de titulación. 

El 26 de septiembre de 2018, el Estado informó que una vez surtidos los trámites pertinentes, el 22 de diciembre de 2017, se llevó a efecto, en el Parque Monumento de las Víctimas de Trujillo, un acto público de entrega de las escrituras de las viviendas construidas. El Estado proporcionó un diagrama en el cual la Notaria Única de Trujillo, Valle del Cauca relaciona los predios titulados a nombre de las víctimas. El Estado indicó que la  Alcaldía Municipal de Trujillo, realizó el saneamiento de la tradición de los predios donde estaban construidas las viviendas que fueron entregadas a víctimas del Caso de la Masacre de Trujillo, de los predios afectados con el loteo llevada a cabo por medio de la escritura pública No. 429 de 7 de septiembre de 2011 Notaría de Riofrío y el predio de mayor extensión. Posteriormente, la Alcaldía Municipal de Trujillo procedió a realizar el trámite requerido para la expedición y registro de las resoluciones de adjudicación, las cuales fueron protocolizadas a través de escritura pública. En el proceso de titulación adelantado por la Alcaldía  Municipal se mantuvo una comunicación permanente con AFAVIT y los beneficiarios de la medida de reparación, con quienes se revisó cada una de las adjudicaciones de las viviendas.

Al respecto, los peticionarios observaron que en el fin de semana entre el 15 y el 18 de diciembre de 2017 se realizó el acto público de entrega de las escrituras de las viviendas, presidido por el alcalde de Trujillo y la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos. Con este acto, se entiende concluida la titulación y entrega de vivienda en condiciones dignas por parte del Estado y solicitaron a la CIDH declarar el cumplimiento de dicha medida.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por las partes, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	QUINTA.- Garantía de no repetición.

El Estado a través del Ministerio del Interior se compromete a continuar brindando acompañamiento y asistencia técnica al Municipio de Trujillo-Valle en la construcción, actualización y seguimiento al plan integral de prevención a violaciones de derechos humanos e infracciones al DIH realizado en el Municipio de Trujillo-Valle.
	Parcial 
	En su Informe de Homologación, la Comisión dio cuenta de que el 14 de octubre de 2015, se realizó un taller de actualización del Plan Integral de Prevención del Municipio de Trujillo (en adelante “PIP”), con acompañamiento técnico de la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y con la participación de delegados de la Consejería Presidencia para los Derechos Humanos, la Unidad para las Víctimas, la Unidad de Restitución de Tierras, la Unidad de Protección Regional Valle, la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, la Red Unidos, la Cruz Roja, el Cuerpo de Bomberos, miembros del Cuerpo de Defensa Civil, la Alcaldía Municipal, el Hospital Santa Cruz, las organizaciones de Víctimas de Trujillo, el Ejército Nacional, la Policía Nacional y otras entidades y organizaciones municipales y departamentales. Con posterioridad a la organización del taller, se habría realizado un proceso de consolidación de la información recaudada para realizar un Plan Integral de Prevención (PIP) del Municipio de Trujillo Valle 2015, que fue socializado con los representantes de las víctimas, el 17 de marzo de 2016. Según lo indicado por el Estado, el PIP es una herramienta de implementación de una política pública de prevención que permita enfrentar los factores de riesgo o disminuir su impacto de la comunidad. El Estado agregó que dicha herramienta permitiría definir los criterios de articulación y coordinación interinstitucional entre la nación, el departamento y el municipio, para establecer un marco de actuación y las orientaciones que en materia de prevención debe adoptar el ente territorial. El Estado resaltó que el PIP se formula, define, valida y legítima con la participación de las autoridades territoriales, representantes de la sociedad civil, autoridades étnicas, las víctimas, la fuerza pública y demás actores encargados de establecer el marco de actuación en materia de prevención. Finalmente, el Estado indicó haber socializado la información del PIP, el 29 de junio de 2016, con diferentes entidades de orden territorial y nacional con el fin de lograr compromisos puntuales de cada una de las entidades de conformidad con sus competencias. 

En su Informe Anual de 2017, la CIDH tomó nota de que el Estado indicó que de conformidad con las competencias del Ministerio del Interior en materia de asistencia técnica a entes territoriales para la formulación y puesta en marcha de los Planes Integrales de Prevención y Protección, la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior realizó una jornada interinstitucional para la socialización y retroalimentación del Plan Integral de Prevención y Protección del municipio de Trujillo el 29 de junio del 2016, con la participación de diferentes entidades de orden nacional y territorial, con el fin de analizar y acordar compromisos frente a las acciones específicas para la puesta en marcha del Plan. Igualmente, se pactó la realización de un Consejo de Seguridad Ampliado, presidido por la Gobernadora del Valle del Cauca, con el objeto de impulsar las acciones acordadas. Adicionalmente señaló que, para el 2017, la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, a través del Grupo de Gestión Preventiva del Riesgo, priorizó al municipio de Trujillo para desarrollar un trabajo permanente e impulsar las acciones definidas en el PIPP, actualizado para el año 2015. 

Frente a esta medida, ambas partes presentaron información no relevante para efectos del seguimiento de la CIDH en el 2018.

*Información proporcionada no relevante (la información fue proporcionada dentro del plazo especificado por la CIDH pero no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada, o es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información).   
Tomando en consideración la información disponible, la Comisión considera que la medida continúa teniendo un nivel de ejecución parcial. 


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por las partes en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas de las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. 

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que  han existido avances sustanciales en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en los últimos años. La Comisión observa que el Estado aportó documentación a través de la cual se pudo corroborar el cumplimiento total de los numerales 2 y 3 de la cláusula tercera, y el numeral 3 de la cláusula cuarta. 

7. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido, y que su nivel de ejecución es sustancial, por lo que insta al Estado a suministrar información sobre las cláusulas segunda, numerales 1 y 2 de la cláusula cuarta y la cláusula quinta. 

IV. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado indemnizó  a los familiares de las víctimas declaradas en el informe final de la CISVT.

· El Estado mejoró 105 viviendas y la construyó 36 viviendas en el marco del plan de inversión social que fueron entregadas a unos familiares de las víctimas.

· El Estado realizó las gestiones administrativas necesarias con el objeto de lograr la titulación de las viviendas construidas. 
B. Resultados estructurales del caso
· El Estado expidió la Ley 288 de 1996 en cumplimiento de la recomendación No. 8 del Informe final.

· El Estado reconoció su responsabilidad internacional, el 31 de enero de 1995, por los hechos del caso en un acto encabezado por el entonces Presidente de la República, Ernesto Samper Pizano.

· El Estado reconoció su responsabilidad internacional, el 14 de julio de 2-16, por los hechos del caso en un acto encabezado por el entonces Ministro de Justicia y Derecho, Yesid Reyes.

· El estado aportó recursos para la compra del terreno del Parque Monumento de Trujillo Valle.

· El Estado profirió la sentencia de 22 de septiembre de 2010 de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia mediante la cual se resolvió el recurso de revisión interpuesto por la Fiscalía 17 de la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario y declaró sin valor los fallos absolutorios del 4 de enero de 1991 y del 20 de septiembre del mismo año, del Tribunal Superior de Orden Púbico.

· El Estado profirió las sentencias penales emitidas por los hechos contra el paramilitar Henry Loaiza Ceballos alias el "Alacrán", el Mayor (r) del Ejército Nacional Alirio Antonio Urueña y el Teniente de la Policía Nacional José Fernando Berrio Velásquez.

· El Estado realizó un documental audiovisual sobre los esfuerzos realizados por los familiares de las víctimas en la búsqueda de verdad y justicia a lo largo de los años. 

· El Estado ortogó un apoyo económico por sesenta y cinco millones de pesos ($65.000.000) a la Asociación Familiares Víctimas de Trujillo (AFAVIT) para ser invertido en el desarrollo de una agenda cultural que aporte al mejoramiento del parque Monumento de Trujillo Valle del Cauca, como medida de reparación simbólica que reivindique y dignifique la memoria de las víctimas y sus familiares.
FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 235/17
CASO 12.712
RUBÉN DARÍO ARROYAVE
(Colombia)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Rubén Darío Arroyave

Peticionario (s): Jose Luis Viveros Abisambra y Luis Felipe Viveros Montoya- Centro de Derechos Humanos de Antioquia

Estado: Colombia

Informe de Admisibilidad Nº: 69/09, publicado el 5 de agosto de 2009

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 135/17, publicado el 25 de octubre de 2017

Relatoría vinculada: Personas Privadas de Libertad

Temas: Personas privadas de la Libertad/Centros de detención/Condiciones de detención/Comisarías/Cuidado y Custodia/Investigación/ Sistema Penitenciario/Investigación 

Hechos: El caso se refiere a la responsabilidad del Estado por la falta de investigación y sanción de los responsables del secuestro y homicidio de Rubén Darío Arroyave Gallego, mientras se encontraba bajo la custodia del Estado el día 20 de noviembre de 1995. Los peticionarios alegaron que Rubén Darío Arroyave, quien tenía una discapacidad, habría sido secuestrado y asesinado por miembros de grupos armados ilegales mientras se encontraba retenido en una prisión ubicada en el municipio de El Bagre. Según lo alegado por los peticionarios, el Estado habría fallado en su deber de protección y custodia del señor Arroyave Gallego, y no habría investigado los hechos sucedidos ni habría indemnizado a los familiares de la presunta víctima. Los peticionarios alegaron que el señor Arroyave Gallego tenía una discapacidad que le ocasionaba serias crisis del comportamiento. Según lo indicado por los peticionarios, producto de uno de estos episodios, el señor Arroyave Gallego habría cometido un delito de hurto agravado por el cual fue condenado. Los peticionarios indicaron que Rubén Darío Arroyave se encontraba recluido en un centro carcelario bajo la custodia del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario –INPEC-, que no era acorde con su condición médica, ya que no contaba con el personal médico, ni con los medios necesarios para atender a una persona con una discapacidad de esa naturaleza. Asimismo, los peticionarios indicaron que al ser un oficial retirado de las fuerzas militares que se había desempeñado en zonas de alta peligrosidad con presencia de grupos armados ilegales, la presunta víctima temía por su vida y había solicitado en múltiples oportunidades ser trasladado a una institución acorde con su condición médica y nivel de riesgo particular. Los peticionarios alegaron que el 20 de septiembre de 1995, unos hombres pertenecientes a un grupo armado ilegal no identificado, habrían irrumpido violentamente en las instalaciones de la cárcel del municipio de El Bagre y se habrían llevado Rubén Darío Arroyave Gallego, quien habría sido ejecutado sumariamente en el municipio vecino de Zaragoza, también ubicado en el Departamento de Antioquia, donde fue encontrado su cuerpo sin vida. Los peticionarios no indicaron el momento estimado de su fallecimiento ni la duración del secuestro. Los peticionarios indicaron que las autoridades estatales, tanto policiacas como carcelarias, no habrían desplegado ninguna acción para prevenir el secuestro de Rubén Darío Arroyave, ni para perseguir a sus captores una vez fue sacado por la fuerza del centro de detención. 

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para entender el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 4(1), 8 (Garantías judiciales) y 25 (Garantías de protección judicial) en concordancia con el artículo 1(1) y 2 de la Convención Americana, notificar el informe a las partes, ordenar su publicación e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada a las partes los días 24 de julio y 16 de agosto de 2018. 

2. El Estado proporcionó información el 7 de agosto de 2018.

3. Los peticionarios proporcionaron no proporcionaron información en el 2018. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO.- Reconocimiento de responsabilidad
El Estado colombiano reconoce su responsabilidad internacional por omisión en su deber de garantizar los derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica (artículo 3); el derecho a la vida (artículo 4); el derecho a la integridad personal (artículo 5.1), y; el derecho a la libertad personal (artículo 7.1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con la obligación general establecida en el artículo 1.1 del mismo instrumento, en favor de Rubén Darío Arroyave Gallego.

Esto, con fundamento en que el señor Arroyave Gallego se encontraba bajo la custodia del Estado en un centro carcelario, y por esa razón, por encontrarse en una relación de especial sujeción al poder estatal, la administración debía responder de manera plena por su seguridad y protección.

Teniendo en cuenta lo anterior, el Estado también reconoce su responsabilidad internacional por la violación del derecho a la integridad personal (artículo 5.1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, de los familiares de Rubén Darío Arroyave Gallego, debido a la angustia generada por su sustracción del centro carcelario, y la incertidumbre sobre las causas y circunstancias que rodearon su muerte.
	Declarativa

	SEGUNDA.-  Medidas de satisfacción

El Estado de Colombia, se compromete a realizar un acto de reconocimiento de responsabilidad privado, en el cual se hará entrega de una carta de disculpas a la familia de la víctima.

El apoyo logístico y técnico de estas medidas estará a cargo de la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos.
	Total 2018
	El 7 de agosto de 2018, el Estado informó que el acto de reconocimiento de responsabilidad privado se llevó a cabo el 18 de diciembre de 2017, en la ciudad de Medellín, el acto fue presidido por la Consejera Presidencial para los Derechos Humanos, quien a nombre del Estado colombiano pidió perdón a las víctimas y reconoció la responsabilidad estatal por los hechos. Asimismo en el acto estuvieron presentes 7 familiares de la víctima, quienes contaron con un acompañamiento previo en una jornada de atención realizada el 17 de diciembre de 2017. Finalmente, el Estado solicitó que la CIDH declarara el cumplimiento total de la medida. Asimismo, el Estado proporcionó a la CIDH copia de las palabras de la Consejera Presidencial para los DDHH.

La parte peticionaria no presentó información sobre el cumplimiento del acuerdo. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	TERCERA.- Reparación pecuniaria

El Estado se compromete a dar aplicación a la Ley 288 de 1996 una vez se homologue el presente acuerdo de solución amistosa mediante la expedición del informe de artículo 49 de la CADH, con el propósito de reparar los perjuicios inmateriales que llegaren a probarse a favor de los familiares de la víctima que no han sido indemnizados a través de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
	Parcial 2018
	El 7 de agosto de 2018, el Estado informó que el Comité de Ministros que trata la Ley 288 de 1996 se reunió el 18 de enero de 2018, resolvió favorablemente y acordó que la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (ANDJE) sería la entidad encargada de dar trámite al procedimiento establecido en la Ley 288 de 1996. Finalmente, el Estado informó que en el mes de julio la ANDJE había realizado las mesas de trabajo con los representantes de las víctimas, con el fin de llegar a un acuerdo y presentar una propuesta conjunta de conciliación a la Procuraduría General de la Nación. El ANDJE señaló que el caso iba a ser remitido al Comité Interno de Conciliación de la entidad para aprobar la propuesta de conciliación. 

La parte peticionaria no presentó información sobre el cumplimiento del acuerdo. 

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
4. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas de las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. El Estado presentó información dentro del plazo otorgado por la CIDH.  La parte peticionaria no presentó información actualizada sobre el cumplimiento del acuerdo. 

5. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
6. La Comisión observa que  han existido avances en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en el último año. La Comisión observa que el Estado aportó documentación a través de la cual se pudo corroborar el cumplimiento total de la cláusula segunda del acuerdo y el cumplimiento parcial de la cláusula tercera del mismo.

7. La Comisión observa con preocupación que la parte peticionaria no ha presentado información actualizada sobre el cumplimiento de las medidas establecidas en el acuerdo de solución amistosa, y le insta para que mantenga informada a la CIDH en relaciona  los avances que se den en el presente caso. 

8. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre el cumplimiento total de la cláusula tercera del acuerdo. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó el acto de reconocimiento de responsabilidad. 

FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME DE SOLUCIÓN AMISTOSA Nº 136/17
CASO 12.714
MASACRE DE BELÉN- ALTAVISTA
(Colombia)

I. RESUMEN DEL CASO 
	Víctima (s): Masacre de Belén- Altavista


Peticionario (s): Luis Felipe Viveros Montoya, José Luís Viveros Abisambra, Centro de Derechos Humanos de Antioquia y Juan Esteban Montoya Hincapiéc

Estado: Colombia

Informe de Admisibilidad Nº: 71/09, publicado el 5 de agosto de 2009

Informe de Acuerdo de Solución Amistosa Nº: 136/17, publicado el 25 de octubre de 2017

Relatoría vinculada: N/A

Temas: Ejecuciones sumarias, extrajudiciales o arbitrarias/ Investigación
Hechos: El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado colombiano por la ejecución extrajudicial de Samir Alonso Flórez, Elkin de Jesús Cano Arenas, Mauricio de Jesús Cañola Lopera, Eduard Andrey Correa Rodríguez, Henry de Jesús Escudero Aguirre, los hermanos Oscar Armando Muñoz Arboleda y Jair de Jesús Muñoz Arboleda, Germán Ovidio Pérez Marín, Norbei de Jesús Ramírez Dávila, Johnny Alexander Ramírez Luján, Berley de Jesús Restrepo Galeano, Juan José Sánchez Vasco, Jharley Sánchez Ospina, Nelson de Jesús Uribe Peña, Carlos Gonzalo Usma Patiño, Leandro de Jesús Vásquez Ramírez; y las lesiones personales ocasionadas a Yeison Javier Aristizabal y Carlos Andrés Peña Ramírez, el 29 de junio de 1996 en el corregimiento de Belén- Altavista, ubicado en la ciudad de Medellín, Departamento de Antioquia, así como por la falta  de investigación y sanción de los responsables. Los peticionarios alegaron que miembros del Ejército Nacional y de la Policía Nacional de Colombia, realizaban labores de inteligencia entre 1995 y 1996 en “Brigadas Cívicas”, con el fin de identificar a posibles miembros de grupos subversivos. En dicho contexto, funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía General de la Nación (en adelante CTI), habrían detenido arbitrariamente a un grupo de habitantes del corregimiento de Belén-Altavista para interrogarlos sobre el paradero de miembros de grupos subversivos en la zona. Según lo indicado en la petición, al no obtener respuesta, y después de cotejar un archivo fotográfico, los agentes estatales habrían abierto fuego contra los detenidos, producto de lo cual habrían fallecido 16 personas y otras dos habrían resultado heridas. 

Derechos declarados admisibles: La Comisión concluyó que era competente para entender el presente caso y que la petición era admisible conforme a los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, en lo que respecta a las supuestas violaciones de los derechos 4 (derecho a la vida), 5 (derecho a la integridad personal), 8 (derecho a las garantías judiciales), 11 (derecho a la protección de la honra y la dignidad) y 25 (derecho a las garantías de protección judicial) de la Convención Americana de Derechos Humanos (CADH) en relación a los artículos 1 y 2 del mismo instrumento. 


II. ACTIVIDAD PROCESAL
1. La CIDH solicitó información actualizada al Estado el 24 de julio  de 2018. 

2. El Estado presentó una solicitud de prórroga el 22 de agosto de 2018, y presentó información actualizada posteriormente. 

III. ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS CLÁUSULAS DEL ACUERDO DE SOLUCIÓN AMISTOSA
	Cláusula del Acuerdo
	Estado de Cumplimiento en el 2018
	Información relevante proporcionada por las partes

	PRIMERO.- Reconocimiento de responsabilidad
El Estado colombiano reconoce la responsabilidad internacional por omisión en su deber de garantizar los derechos reconocidos en:

1) El artículo 4º (derecho a la vida) de la CADH en perjuicio de los señores Samir Alonso Flórez, Elkin de Jesús Cano Arenas, Mauricio de Jesús Cañola Lopera, Eduard Andrey Correa Rodríguez, Henry de Jesús Escudero Aguirre, Oscar Armando Muñoz Arboleda, Jair de Jesús Muñoz Arboleda, Germán Ovidio Pérez Marín, Norbei de Jesús Ramírez Dávila, Berley de Jesús Restrepo Galeano, Juan José Sánchez Vasco, Jharley Sánchez Ospina, Nelson de Jesús Uribe Peña, Carlos Gonzalo Usma Patiño, Leandro de Jesús Vásquez Ramírez y Johnny Alexander Ramírez Lujan.

2) El artículo 5º (derecho a la integridad personal) de la CADH en perjuicio de los señores Yeison Javier Aristizabal, Carlos Andrés Peña Ramírez y Juan Mauricio Toro Gómez.

Asimismo, se reconoce responsabilidad por violación a los artículos 5º (derecho a la integridad personal), 8º (derecho a las garantías judiciales) y 25º (derecho a la protección judicial) de la CADH, en perjuicio de los familiares de las víctimas, porque a pesar de los esfuerzos que ha realizado el Estado, a la fecha no ha sido posible esclarecer las circunstancias específicas que rodearon los hechos del caso.
	Declarativa 

	SEGUNDA.-  Medidas de justicia. 

Dada la naturaleza e importancia de los hechos relacionados con la Masacre Belén Altavista y a partir de la documentación procesal disponible a la fecha, la Fiscalía de la Nación se compromete a cumplir con sus funciones constitucionales y legales respecto del caso e cuestión. Con el fin de analizar los avances obtenidos, se realizará una reunión semestral con sus representantes. Las solicitudes que de estas reuniones se deriven, deberán hacerse llegar al proceso de conformidad con los requisitos de ley. 
	Pendiente
	Información proporcionada no relevante (la información fue proporcionada dentro del plazo especificado por la CIDH pero no se refiere a las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las clausulas, está desactualizada, o es repetitiva de la información presentada en años anteriores sin presentar nueva información). 

El 11 de diciembre de 2018, el Estado presentó información no relevante sobre acciones adelantadas con anterioridad a la emisión del Informe de Homologación en este caso.   
La Comisión considera que la medida continúa pendiente de cumplimiento.



	TERCERA.-  Medidas de satisfacción

	•
Un acto de reconocimiento responsabilidad privado, en el cual se hará entrega de una carta de disculpas a cada grupo familiar.
	Total


	· Construcción de una placa conmemorativa en la cual se rememore los hechos ocurridos el 29 de junio de 1996 en el corregimiento de Belén-Altavista. El texto de la placa será concertado con las víctimas y sus representantes.
	Total 2018
	Al momento de emisión del informe de Homologacion se encontraba pendiente la instalación de la placa que ya había sido elaborada y develada en el acto de reconocimiento de responsabilidad. 

En el 2018, el Estado informó que la placa fue instalada frente a la Casa de Gobierno del corregimiento de Belén Altavista y aportó el registro fotográfico correspondiente.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	· El apoyo logístico y técnico de estas medidas estará a cargo de la Consejería Presidencial para los Derechos Humanos.


	Total 2018
	Al momento de emisión del informe de Homologacion se encontraba pendiente la instalación de la placa que ya había sido elaborada y develada en el acto de reconocimiento de responsabilidad. 

En el 2018, el Estado informó que la placa fue instalada frente a la Casa de Gobierno del corregimiento de Belén Altavista y aportó el registro fotográfico correspondiente.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento total y así lo declara.

	CUARTA.- Reparación pecuniaria

El Estado se compromete a dar aplicación a la Ley 288 de 1996 una vez se homologue el presente acuerdo de solución amistosa mediante la expedición del informe de artículo 49 de la CADH, con el propósito de reparar los perjuicios inmateriales que llegaren a probarse a favor de los familiares de la víctima que no han sido indemnizados a través de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.
	Parcial 2018 
	En el 2018, el Estado informó que fue expedida la Resolución 5180 del 19 de junio de 2018, mediante la cual se resolvió emitir concepto favorable para el cumplimiento a la cláusula cuarta de la Solución Amistosa homologada mediante el Informe No. 136/17, proferido por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en los términos y para los efectos de la Ley 288 de 1996, para indemnizar los Perjuicios inmateriales y materiales a los que haya lugar a favor de los grupos familiares de las víctimas del presente caso, que no han sido indemnizados a través de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. Asimismo, indicó que la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado (entidad encargada de continuar con el trámite estipulado en la Ley 288 de 1996), se encuentra adelantando las gestiones de su competencia, en los términos y para los efectos de la precitada Ley.

Tomando en consideración los elementos de información proporcionados por el Estado, la Comisión considera que respecto a este extremo del acuerdo el Estado ha logrado un cumplimiento parcial y así lo declara.


IV. ANÁLISIS RELATIVO A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA
3. La Comisión considera que la información proporcionada por el Estado en el 2018 es relevante dado que es actualizada e incluye las medidas adoptadas de las medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las cláusulas del acuerdo de solución amistosa. 

4. Por lo anterior, la CIDH considera que hay información disponible para realizar el análisis del cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en relación con el año 2018. 

V. NIVEL DE CUMPLIMIENTO DEL CASO 
5. La Comisión observa que  han existido avances en el cumplimiento del acuerdo de solución amistosa en el último año. La Comisión observa que el Estado aportó documentación a través de la cual se pudo corroborar el cumplimiento total de los puntos 2 y 3 de la cláusula tercera del acuerdo de solución amistosa y el cumplimiento parcial de la cláusula cuarta del mismo.

6. Al mismo tiempo, considera que la información presentada por el Estado en relacion a la cláusula segunda del acuerdo no es relevante para efectos del seguimiento realizado en el Informe Anual de la CIDH, dado que da cuenta de medidas adoptadas con anterioridad a la emisión del Informe de Homologación en este caso, por lo que insta al estado a presentar información actualizada y relevante sobre dicha medida. 

7. La CIDH concluye que el acuerdo de solución amistosa se encuentra parcialmente cumplido e insta al Estado a suministrar información sobre las cláusulas segunda y cuarta del acuerdo de solución amistosa. 

VI. RESULTADOS INDIVIDUALES Y ESTRUCTURALES DEL CASO 
A. Resultados individuales del caso
· El Estado realizó el acto de reconocimiento de responsabilidad.

B. Resultados estructurales del caso
· El Estado elaboró e instaló una placa conmemorativa de los hechos. 
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� Ver CIDH, Informe Anual 2016, Capítulo II, Sección D: Estado de Cumplimiento de las Recomendaciones  y Soluciones Amistosas en casos individuales,  párrs. 694.
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� CIDH, Informe No. 82/15, Petición 577-06. Solución Amistosa. Gloria González y Familia. Colombia. 28 de octubre de 2015.


� CIDH, Informe No. 43/16, Caso 11.538. Solución Amistosa. Herson Javier Caro (Javier Apache). Colombia. 7 de octubre de 2016.





� CIDH, Informe No. 67/16, Caso 12.541. Solución Amistosa. Omar Zúñiga Vásquez y Amira Isabel Vásquez de Zúñiga. Colombia. 30 noviembre 2016.
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� 1) Ramiro Velásquez Vargas, 2) Arnoldo De Jesús Cardona Moreno, 3) Everth Prado, 4) Rigoberto Prado, 5) Fernando Arias Prado, 6) Arnulfo Arias Prado, 7) José Vicente Gómez, 8) Esther Cayapu Trochez, 9) Fernando Fernández Toro, 10) Ricardo Alberto Mejía, 11) Wilmer Sandoval, 12) José Agustín Lozano Calderón, 13) José Alirio Granada Vélez, 14) Hervey Vargas Londoño, 15) Orlando Vargas Londoño, 16) José Erlein Vargas Londoño, 17) Juan Gregorio Giraldo Molina, 18) Freddy Rodríguez Giraldo, 19)José Porfirio Ruíz Cano, 20) Jairo Antonio Ortiz Sánchez, 21) Albeiro de Jesús Sánchez, 22) Tiberio de Jesús Fernández Mafla, 23) Alba Isabel Giraldo Fernández, 24) José Norbey Galeano Cuartas, 25) Oscar Pulido Rozo, 26) Fernando Londoño Montoya, 27) José Abundio Espinosa quintero, 28) Teofilo Gamboa Moreno, 29) José Alberto Laverde Suarez, 30) Luis Dado Estrada, 31) Gilberto Hernández López, 32) José William Mayorga Vargas, 33) Francisco Luis López Rojas, 34) Salvador Augusto López Rojas, 35) Pedro Pablo Duque Aguirre, 36) Jesús Alberto Arias Ramírez, 37) José Luis Rodríguez, 38) Joaquín Ángel Ramírez Ospina, 39) Pedro Antonio Guzmán De Jesús, 40) Julián Restrepo Sánchez, 41) Fabio De Jesús Berrio Marroquín, 42) Arcenio De Jesús Berrio Marroquín, 43) Enoc Giraldo Santa, 44) Marco Antonio Peña 45)José Noél Giraldo Molina, 46) Carlos Alberto Bermúdez, 47) José Horacio Bermúdez, 48) Gilberto Berrio Osorio, 49) Ordoniel Ospina Vélez, 50) Fabio Elías Cardona Vélez, 51) Luis Antonio Ortiz Vega, 52) José Omar Infante, 53) Orlando Cabrera Rodríguez, 54) Luis Albeiro Salinas Ospina, 55) Luis Alberto Ríos Zapata, 56) Miguel Arturo Téllez Garay, 57) Raúl Emiro Erazo, 58) Jesús María Barón, 59) Luis Alfonso Giraldo Rojas, 60) Miguel Vicente Rodríguez Matallana, 61) Rubén Darío González Agudelo, 62) Ricardo Burbano Delgado, 63) Rubiel Ider Cano Valencia, 64) José Alben Cano Valencia, 65) José Dorniel Cano Valencia, 66) José Albeiro Bedoya Buitrago, 67) Genaro Antonio Serna Pabón, 68) José Orlando Orozco Londoño, 69) Raúl Peñaloza, 70) Arnulfo Peñaloza, 71) Alba Lucía Martínez, 72) Juan de Jesús Restrepo Valencia, 73) José Gildardo Giraldo Molina, 74) Daniel Arcila Cardona, 75) Mauricio Castañeda Giraldo, 76) Reinel Pineda García.


� CIDH, Informe No. 68/16. Caso 11.007. Solución Amistosa. Masacre de Trujillo. Colombia. 30 de noviembre de 2016.


� CIDH, Informe No.  136/17, Caso 12.714. Solución Amistosa. Masacre de Belén de Altavista. Colombia. 25 de octubre de 2017.
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